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a economía global permanece por
debajo de su nivel de actividad de
2004, aunque  globalmente se com-
prueba un dinamismo mayor al que

se había previsto a principios de año. Por ejem-
plo, en dos plazas tan importantes como son
Estados Unidos y Japón la demanda  y el cre-
cimiento del producto crecen de manera ra-
zonable. No obstante, y con base en lo ocurrido
en el primer semestre del año, se prevé que al
cierre de 2005 el PIB mundial habrá registra-
do una tasa real de 2.5 por ciento, lo que indi-
ca un desempeño pobre con respecto al 3.3 por
ciento del año anterior. Pero lo más relevante
está en la perspectiva para 2006 y 2007, que la
mayoría de los pronósticos anticipan en nive-
les de crecimiento muy similares a los del pre-
sente año.

Una característica del crecimiento mundial
en 2005 es que su estructura presenta ciertos
cambios. De manera más específica, mientras
que el comercio internacional tiende a debili-
tarse, la demanda interna de los países de
mayor peso mundial gana importancia relati-
va. Otro rasgo relativamente original consiste
en que, a pesar del aumento extraordinario de
los precios internacionales del petróleo, la eco-
nomía mundial siga creciendo (e incluso un
tanto más de lo previsto, como ya se anotó).
Esta no es ninguna paradoja, pues el alza de
las cotizaciones petroleras se origina en bue-
na medida por el dinamismo de algunos paí-
ses, señaladamente China. Este rasgo marca
sin duda una diferencia importante con los
años setenta y ochenta del siglo pasado,

cuando los aumentos de los precios del petró-
leo daban lugar, casi de manera automática, a
drásticas caídas de la producción mundial.

Tal tendencia tiene evidentemente límites:
si los precios del petróleo continúan su mar-
cha ascendente, el crecimiento mundial se verá
seriamente afectado. Debe admitirse, sin em-
bargo, que por ahora no es éste el caso. Se con-
sidera que el crecimiento económico mundial
está siendo ligeramente mejor al esperado gra-
cias a que la política monetaria está relativa-
mente relajada en varias plazas. Esto viene
ocurriendo en Estados Unidos, que no sólo es
el país económicamente más importante sino
el emisor de la moneda de reserva de mayor
peso. En esta medida, la política monetaria
estadounidense tiene la capacidad de afectar
la liquidez internacional.

Las tasas de interés en Estados Unidos vie-
nen aumentando de manera muy gradual gra-
cias sobre todo a que la inflación se mantiene
controlada en parte por la fuerte competencia
que ejercen los productores chinos en una
amplia variedad de mercados. Esto ocurre a
pesar de que los precios de muchos activos,
como las casas habitación, experimentan su-
bidas significativas, lo que podría estar pro-
yectando dificultades financieras para los años
por venir, pero no en la presente coyuntura.

En cambio, las consecuencias económicas
del huracán Katrina son hasta cierto punto im-
predecibles, pues todavía es un tanto prema-
turo establecerlas con exactitud. Lo que es
cierto es que las destrucciones causadas y su
impacto negativo en los precios de la energía

■ COYUNTURA / ECONOMÍA INTERNACIONAL

Globalización del lento crecimiento
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van a repercutir en la demanda durante los
próximos meses. Lo más seguro es que estos
efectos se traduzcan en un menor crecimiento
de Estados Unidos en lo que resta del segun-
do semestre, aunque se estima que la recons-
trucción, por su parte, deberá ejercer un efecto
positivo en el primer semestre de 2006.

En estas condiciones, la política monetaria
de la FED vuelve a ponerse en el centro del
escenario. Son numerosas las presiones polí-
ticas que esta institución recibe para impedir
que su postura de política se haga más res-
trictiva. Pero si de algo ha dado prueba la au-
toridad monetaria estadounidense es de
prudencia. No hay ningún fenómeno de
nerviosismo en el mercado financiero, lo que
da margen suficiente para evaluar la extensión
real de la catástrofe y sus consecuencias en el
crecimiento y el empleo. Por lo demás, los ac-
tuales dirigentes de la FED sostienen la tesis
de que las acciones de política monetaria tie-
nen poco impacto directo ante un choque de
la oferta, y saben que son muy reducidas sus
posibilidades de incidir de manera efectiva en
la recuperación de un mercado local.

Mucho más importante será en el desem-
peño de 2006 y 2007 el peso que ejercerá sobre
los consumidores el elevado nivel de su en-
deudamiento. Las tasas de interés han subido
poco a poco, pero sus incrementos acumula-
dos desde el año pasado reducen el monto de
liquidez de las unidades familiares. A esto se
une que la política fiscal, para las personas y
las empresas, está empezando a tornarse la
menos estimulante de los últimos años. Todo
esto hace que la tasa de crecimiento esperada
de la economía estadounidense para 2005 sea
de 3.4 por ciento en 2005 y de 2.9 por ciento en
2006, ambas considerablemente menores a la
de 2004 (4.2 por ciento).

En la Unión Europea, concretamente en la
llamada euro-zona, que pareció experimentar
un repunte a principios de año, el desempeño
general ha sido desconcertantemente más dé-
bil que en otros países de la CDE. Algunas de
las más importantes economías de la zona
experimentaron una recesión (es decir, una de-
clinación del producto por más de dos tri-
mestres consecutivos) en algún momento
entre mediados de 2004 y principios de 2005.
Los datos de segundo trimestre del año mues-
tran que en Alemania y Francia el crecimiento
sigue estancado, mientras que en Italia pare-
ce estar tomando impulso, pero después de
una fuerte contracción a principios de año. En
general, son escasos los indicios de una re-
cuperación sostenida de la demanda de los
consumidores en los países de la euro-zona,
condición indispensable para consolidar un
repunte. El crecimiento esperado para esta im-
portante zona de la economía internacional es
un raquítico 1.2 por ciento en promedio para
2005, de 1.8 para 2006 y de 2 por ciento para
2007.

El crecimiento de Japón sigue muy volátil.
La economía estuvo en recesión en 2004, en-
trando posteriormente en una vistosa recu-
peración. La novedad es que este giro cíclico
no está asociado a las exportaciones, sino en
primer término a la inversión y el consumo
privados, que aparecen como las fuerzas prin-
cipales del desempeño económico reciente del
producto y del empleo. De cualquier manera
subsisten ciertos obstáculos. Uno de los prin-
cipales en el corto plazo es que el debilitamien-
to de la demanda externa pueda abortar la
recuperación de la inversión. Se considera que
esto tendría un impacto desfavorable en la
capacidad de creación de puestos de trabajo y
en la confianza de los consumidores. Si ello
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llegara a ocurrir, de una tasa de crecimiento
esperada de 1.8 por ciento para este año, se
registraría una de 1.3 por ciento en 2006 y de 1
por ciento en 2007. Una expectativa favorable
para la reanudación del crecimiento es la re-
elección de primer ministro Junichiro
Koizumi.

El comercio internacional en 2005 crecerá
a una tasa moderada de 6.6 por ciento y de 7
por ciento en 2006. Aunque el comercio inter-
nacional es menos fuerte, no hay signos de que
los inversionistas estén dejando posiciones en
los llamados mercados emergentes. Sin em-
bargo, en la medida en que las tasas de inte-
rés estadounidenses sigan incrementándose es
de esperar que los inversionistas demanden
mayores rendimientos para sus carteras en
estos países.

Este significará un gran problema para
América Latina, región que se caracteriza por
amplios requerimientos financieros. Actual-
mente los premios de riesgo son bajos, lo que
permite a varias naciones latinoamericanas
prefinanciar algunas de sus obligaciones para
el resto de 2005 y principios de 2006. Pero, si
como se espera, el costo internacional del fi-
nanciamiento tiende a encarecerse en los
próximos 18 meses en un entorno global de
menor crecimiento, las economías latinoame-
ricanas enfrentarán fuertes problemas para
mantenerse en expansión.

En las economías asiáticas el crecimiento
está siendo fuerte, arrastrado por la demanda
externa, la que proviene de los países de la
OCDE pero sobre todo de algunos mercados
emergentes, en especial China. No obstante,
para ellos también el entorno internacional
está haciéndose progresivamente menos favo-
rable, y sus perspectivas para el periodo 2006-
2009 luce muy modesto comparado con el
desempeño efectivo de los años precedentes.

En China han aparecido síntomas de so-
breinversión en algunos sectores, lo que está
conduciendo a ciertas restricciones de políti-
ca fiscal y monetaria que resultarán inevita-
blemente en una desaceleración. Como es

evidente, esto producirá a su vez un impacto
en el resto de Asia y el mundo.

India, el otro gigante económico de Asia,
mantiene el dinamismo del sector manufac-
turero y de los servicios, y se espera que este
país realice una contribución sustancial al cre-
cimiento de esta región neoeconómica. No
obstante, a diferencia de China, este país no
mantiene lazos significativos de integración
con las otras economías asiáticas, lo que sig-
nifica que el impacto regional de su expansión
sea menor.

La economías en transición del este euro-
peo, incluyendo a las repúblicas de la antigua
URSS, siguen creciendo con cierta fuerza. Un
factor de estímulo han sido los altos precios
internacionales del petróleo, que en algunos
se traducen en el fortalecimiento del gasto in-
terno de consumo e  inversión. Las exporta-
ciones también continúan desempeñándose
favorablemente a pesar del debilitamiento de
la demanda en los países claves de Europa
occidental (lo que tal vez insinúa ya algunos
cambios estructurales del mapa paneuropeo
de la producción y el comercio). En el corto
plazo, las perspectivas de la Comunidad de
Estados Independientes también lucen razo-
nablemente favorables. En el más largo plazo,
sin embargo, las perspectivas de crecimiento
anticipan un deterioro progresivo, en especial
hacia 2007, debido sobre todo a las insuficien-
cias y debilidades estructurales de los secto-
res no petroleros de estas economías.

En el Medio Oriente, en fin, la elevada pro-
ducción petrolera estimulada por la cotización
internacional de este producto, significa para
muchos países una enorme liquidez, y este
será aquí el escenario en lo que resta de 2005 y
durante 2006. En la medida en que los precios
del petróleo empiecen a declinar de sus ele-
vados niveles actuales, lo que se espera ocu-
rrirá en 2007, el crecimiento económico de
estos países empezará a degradarse gradual-
mente.

Víctor M. Godínez
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n el segundo trimestre del año, el
crecimiento del producto interno
bruto fue de 3.1% en términos rea-
les (medido a precios de 1993) y en

relación con el mismo periodo de 2004. Así,
en el primer semestre la tasa de expansión fue
en promedio de 2.7%, frente al 4% del año
anterior.

Para este último trimestre la expectativa
oficial de crecimiento se había fijado en 3.8%,
pero con el menor registro final se han reduci-
do las previsiones para el año a 3.5%, aunque
nuestro pronóstico se ubica ahora en 3.1%,
frente al 4.3% registrado en el 2004.

La agricultura no creció en la primera mi-
tad del año, con una tasa menor al 2.4%; la
industria, que se recuperó en el segundo tri-
mestre aumentó sólo 1.3% y los servicios 4.1
por ciento. En el caso de la manufactura de la
cual depende la dinámica de las exportacio-
nes no petroleras, el crecimiento es de apenas
1.2% en el año, destacando la nueva recupe-
ración de la industria maquiladora. En cuan-
to al comercio, éste se expandió a un ritmo de
3.4%, los transportes 7.4% y los servicios fi-
nancieros 5.3 por ciento.

La inflación acumulada hasta el mes de
julio fue de 1.2% y en términos anualizados

■ COYUNTURA / ECONOMÍA NACIONAL

La economía mexicana al cierre
en el primer semestre del 2005
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fue de 4.5%, medida contra el mismo mes del
año anterior. Se estima que la tasa de creci-
miento del índice nacional de los precios al
consumidor sea de 3.7% al final del año (me-
dida de diciembre a diciembre), menor a la de
5.2% registrada en el 2004. El comportamien-
to de los precios se asocia con el menor ritmo
de la expansión productiva, con la política
monetaria de restricción que aplica el banco
central y con la abundancia de divisas.

Las tasas de interés de los Cetes a 28 días
se han mantenido en promedio relativamente
estables aumentando un punto porcentual
entre enero y finales de agosto cuando se fijó
en 9.6% anual. La tasa de referencia de la TIIE
se comporta de manera similar al situarse a
mediados del mismo mes, en el nivel del 10
por ciento.

El tipo de cambio que se ha ido aprecian-
do en el curso de los últimos meses es sopor-
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tado por la entrada de divisas.  El aumento de
los precios del petróleo crudo ha generado
ingresos de 12 mil 555 millones de dólares
entre enero y junio de este año, lo que repre-
senta un aumento de 31.6% respecto al primer
semestre de 2004. Frente a lo presupuestado,
los ingresos petroleros extraordinarios en el
curso de este año son del orden de 2 mil 500

millones de dólares, es decir, 8.5% adicional,
en tanto que por impuestos sólo se ha recau-
dado 0.8% más de lo esperado. En el caso de
las remesas de los trabajadores en Estados
Unidos,  ha significado un ingreso en el pri-
mer semestre de 9 mil 278 millones de dóla-
res, 17.7% por arriba del mismo periodo del
año pasado. Las reservas internacionales bru-
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tas en poder del Banco de México a fines de
junio eran del orden de 65 mil millones de
dólares.

De manera que, de continuar con estas ten-
dencias, los rubros del petróleo y las remesas
podrían producir divisas por un monto de al-
rededor de 43 mil millones de dólares. Con
ello la política de estabilidad financiera podría
sostenerse hacia el final de este gobierno; eso
es lo que se desprende de las declaraciones del
presidente Vicente Fox respecto a la intención
de mantener de manera prioritaria las condi-
ciones de la estabilidad macroeconómica.

En el campo del comercio exterior las ci-
fras al final del periodo de enero a julio de 2005
indican el peso de la exportación de crudo y
el aumento de la actividad maquiladora. Las
exportaciones totales alcanzaron un valor de
117,058 millones de dólares y las importacio-
nes 120,320 millones.

Por el lado del empleo formal del sector
privado, las cifras del Instituto Mexicano del
Seguro Social (IMSS) registraron 12 millones
577 mil trabajadores en enero de 2005, de los
cuales 10 millones 812 mil eran permanentes
y en julio pasado se contaron en total 12 mi-
llones 847 mil y 10 millones 934 mil perma-
nentes. Sigue siendo un rasgo del actual patrón
de crecimiento, la insuficiente generación de
empleos formales (registrados en el IMSS) por
lo que la ocupación de tipo informal y la
subocupación aumenta.

Durante este sexenio no se alteró la natura-
leza en el proceso de expansión de la actividad
productiva que sigue estando estrechamente
ligada a la demanda de manufacturas del
mercado estadounidense y que ha tenido que

protegerse de los efectos adversos en el cam-
po financiero mediante la acumulación de di-
visas, el control de la cantidad de dinero y del
crédito, además de la gestión de los compro-
misos de pago por la deuda externa.

No obstante, la presión fiscal de la deuda
pública interna sigue aumentando con la co-
locación de títulos emitidos por el gobierno,
como los Certificados de la Tesorería (Cetes),
los Bonos  de Desarrollo del Gobierno Federal
(Bondes) o los compromisos del Instituto de
Protección al Ahorro Bancario (Ipab). Igual-
mente, sigue sin haber un reconocimiento ex-
plícito en las cuentas públicas por los pasivos
acumulados por sistemas de pensiones como
los del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE),
el IMSS y los de las universidades públicas.

La economía de Estados Unidos ha ido
normalizando su ritmo de crecimiento des-
pués de la larga expansión de los años noven-
ta y la recesión del principio del actual decenio.
No puede esperarse un jalón extraordinario
de la demanda de las importaciones mexica-
nas que impulse la producción interna, ade-
más de que existe cada vez más la competencia
de otros países para exportar a ese mercado.

De la misma manera, las tasas de interés
que fija la Reserva Federal seguirán creciendo
en lo que resta del año, como lo han hecho
durante varios meses. Con ello continuarán
imponiendo una restricción adicional a la po-
lítica monetaria del Banco de México para
equilibrar el tipo de cambio del peso frente al
dólar y las tasas de interés, con el fin de evitar
un nuevo episodio de inestabilidad en donde
pudiera aparecer devaluación e inflación, es-

pecialmente en un año de
disputa electoral.

La estabilidad financie-
ra se ha sostenido debido a
la entrada de divisas por la
exportación de petróleo y
por las remesas, recursos
que han permitido, tam-
bién, administrar las cuen-
tas públicas sin necesidad
de recortes y ajustes peren-
torios.

León Bendesky
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n épocas de crisis económica o desa-
celeración económica, el mercado la-
boral es uno de los más afectados. No

solamente existe una mayor posibilidad de
perder el empleo, sino que las condiciones
de trabajo son menos favorables. La jornada
de trabajo suele ser más larga o más intensa
debido a la nueva redistribución de las labo-
res, la asignación de los gastos para materia-
les es menor y, tal vez, los dos aspectos más
delicados de las nuevas condiciones laborales
sean el reajuste salarial a la baja y la incerti-

dumbre sobre la duración del empleo, donde
lo eventual sustituye a lo permanente. Con la
recuperación económica tales condiciones
cambian; en especial, la incertidumbre sobre
la duración del empleo desaparece y se crean
expectativas favorables de que el empleo deje
de ser eventual y se haga permanente.

La información del primer semestre del
presente año indica que la economía mexica-
na comenzó un etapa de desaceleración, esti-
mándose un crecimiento para todo 2005 de
3.1%, tasa que resulta menor al 4.4% de 2004.

■ COYUNTURA / ECONOMÍA REGIONAL

Crecimiento económico
y la duración del empleo



10  ■  Territorio y Economía

La desaceleración económica de 2005 se com-
bina con un fenómeno peculiar en el mercado
laboral. En los primeros siete meses el empleo
eventual está creciendo aceleradamente hasta
llegar a una tasa de 15.8% en julio de 2005 (grá-
fica 1), hecho que dista mucho de lo ocurrido
durante y después de la crisis económica de
2001, pero que en cambio sí es consistente con
los niveles observados en el año 2000.

La regla de generación de empleo en el
pasado reciente establece que en años de cre-
cimiento económico existe sustitución de em-
pleo permanente por empleo eventual, sobre
todo en los años de alto crecimiento económi-
co (2000 y 2004), lo que implica mayor dura-
ción del empleo y menor incertidumbre de
perderlo. La misma regla establece que en años
de crisis económica el empleo eventual crece
aceleradamente y sustituye al empleo perma-
nente. Sin embargo, durante la crisis de 2001
el empleo eventual no sólo no creció, sino que
disminuyó en una proporción menor al pre-
sentado por el empleo permanente. Como con-
secuencia el empleo eventual aumentó su
participación en el empleo total a 41.5% (cua-
dro 1), el porcentaje más alto del periodo
2000-2004.

La regla sobre la relación del crecimiento
económico y la duración de empleo parece
diferente en los primeros siete meses de 2005.
Esto es, el crecimiento económico promedio
de 2.8% está acompañado con 211 mil nuevos
empleos para los meses de enero-julio, el más
alto para tal periodo desde 2001. Pero la gene-
ración de nuevos empleos no son permanen-
tes sino eventuales; peor aún, en estos meses

se han expulsado 9 mil empleos permanentes
y se han generado 220 mil empleos eventua-
les, que representan el 104.5% del total de los
nuevos empleos.

I. LA CONFIGURACIÓN REGIONAL

Con el fin de explicar el fenómeno de la susti-
tución de empleo permanente por empleo
eventual a escala regional, se utiliza la clasifi-
cación del Instituto Mexicano del Seguro So-
cial (IMSS) de cuatro zonas geográficas: centro,
norte, occidente y sur (anexo 1). En la gráfica
2 se dibuja la dinámica de las cuatro regiones
para el periodo marzo de 2002 a julio de 2005.
La gráfica muestra que el fenómeno del creci-
miento acelerado para los primeros siete me-
ses de 2005 se debe principalmente a la
dinámica de tres regiones: centro, norte y el
sur (aunque en el caso particular del mes de
julio el fenómeno se explica por las cuatro zo-
nas). La diferencia en la dinámica del empleo
eventual de las zonas centro y norte se debe a
que el primero ha mantenido un crecimiento
continuo desde enero de 2003, mientras que
en la zona norte el fenómeno aparece a partir
del mes de enero de 2004 y se consolida en
ambas zonas en los primeros meses de 2005.

En el cuadro 2 se presenta la generación
del empleo total, permanente y eventual por
zonas geográficas. Para el periodo de 2002-
2004 la generación del empleo total nacional
dependió principalmente, para los nuevos
empleos, de las zonas centro, sur y occidente,
mientras que la zona norte aportó solamente
el 8%; como consecuencia de la crisis de la ac-
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tividad manufacturera y maquiladora de esta
zona. En especial destaca que la zona norte
fue la única que expulsó empleo en 2003. De
los empleos permanentes que se generaron en
este periodo, la distribución regional es muy
parecida a la generación del empleo nacional;
la zona sur y centro son las más importantes.
En el caso del empleo eventual se genera en
mayor medida en las zonas centro, norte y
occidente, pero resalta que la zona centro se
localiza en promedio, 175 % del nuevo empleo
eventual para el periodo 2002-2004. En térmi-
nos de la sustitución del empleo permanente
por eventual, se observa que la situación en la
zona centro es muy estable para en el periodo
2002-2004; el 81% de los nuevos empleos son
permanentes y 19% eventuales, aunque exis-
te una ligera tendencia hacia generar una pro-
porción mayor de empleo eventual. En las
otras zonas la sustitución es muy inestable y
el comportamiento promedio es hacia una
mayor contratación de empleo permanente.

El comportamiento de la generación de
empleo para el periodo 2002-2004 es sustan-
cialmente diferente para los primeros siete
meses de 2005. En primer lugar, de los 211 mil
nuevos empleos que se generaron, 40.3 y 37.8

por ciento se localizaron respectivamente en
las zonas occidente y norte, en tanto que zona
centro fue la que menos aportó (12.8). Los em-
pleos permanentes que se perdieron, fueron
causados principalmente por la gran disminu-
ción de la zona centro. Mientras que el aumen-
to acelerado de los empleos eventuales de estos
meses, aunque se deriva de una tendencia ge-
neralizada de las cuatro zonas geográficas, se
localiza principalmente en la zona centro del
país. El empleo eventual en esta zona aportó
321% de la generación de empleo total, por lo
que existe alta evidencia sobre la sustitución
de empleo eventual por permanente.

En términos generales, parece que para la
economía nacional y regional de México el fe-
nómeno de la sustitución hacia el empleo de
menor duración (eventual) no es estacional,
fenómeno que siempre está presente en los
primeros meses del año; todo indica que la
desaceleración económica está provocando
nuevos efectos en el mercado laboral, y aun-
que es generalizado en las cuatro regiones, hay
indicios de que la tendencia se está manifes-
tando con mayor fuerza en la zona centro.

Miguel Ángel Mendoza
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ANEXO 1. CONCEPTOS Y CÁLCULOS
A lo largo del artículo se utilizaron algunos con-
ceptos que es importante aclararlos.
1. Generación de empleo se entiende como el em-

pleo nuevo, tomando como punto de partida el
mes de diciembre del año anterior.

2. De acuerdo al IMSS, se entiende como personal
permanente a los trabajadores contratados por
tiempo indeterminado y como personal even-
tual a aquellos que han firmado un contrato por
cierto periodo o a la finalización de una obra
determinada.

3. De acuerdo a la definición del empleo perma-
nente y eventual se supone que el primero tie-
ne una duración mayor al segundo.

4. Con el cálculo de la participación de la genera-
ción de empleo permanente y eventual con res-

pecto a la generación total por año, se obtiene
el movimiento de la distribución de participa-
ciones y por tanto la tendencia de la sustitución
entre los dos tipos de empleo.

5. Las cuatro regiones que maneja el IMSS consi-
deran a las siguientes entidades federativas; 1)
Centro: Guerrero, México (Oriente y Poniente),
Morelos, Querétaro y la zonas, Noroeste, No-
reste, Suroeste y Sureste; 2) Norte: Aguascalien-
tes, Coahuila, Chihuahua, Durango, Nuevo
León, San Luis Potosí, Tamaulipas y Zacatecas;
3) Occidente: Baja California, Baja California Sur,
Colima, Guanajuato, Jalisco, Michoacán, Naya-
rit, Sinaloa y Sonora; 4) Región Sur: Campeche,
Chiapas, Hidalgo, Oaxaca, Puebla, Quintana
Roo, Tabasco, Tlaxcala, Veracruz (Norte y Sur)
y Yucatán.
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Juan Carlos Caro*

INTRODUCCIÓN

no de los aspectos que ha caracterizado
al sector financiero de América Latina
en la última década son los significati-

vos cambios producidos en la profundización
financiera de los países, esto ha significado que
amplios sectores de la población entren al fi-
nanciamiento bancario. No obstante, los be-
neficios de estos cambios sólo han ocurrido
en el ámbito urbano y además sobre determi-
nados segmentos de la población.

Uno de los sectores que aún permanece
marginado de este proceso es el de la micro-
empresa. Como una forma de hacer frente a
esta carencia, desde los primeros años de la
década pasada se han desarrollado esfuerzos
significativos para atender el déficit de finan-
ciamiento; fenómeno al que se le denomina
microfinanzas. Aunque estos esfuerzos se han
orientado fundamentalmente a atender las ne-
cesidades de microcrédito, las microfinanzas
cubren toda una gama de servicios financie-
ros a micro-escala, entre los que se encuentra
el crédito, los depósitos y los seguros.1

La mayor parte de la literatura sobre el te-
ma reconoce el amplio desarrollo que ha teni-
do la industria microfinanciera en Bolivia,
Colombia y Perú, y también rescatan impor-
tantes experiencias en Centro América y el
Caribe donde también se incluye México.

El financiamiento rural se refiere a una
amplia gama de servicios financieros ofreci-

dos por proveedores que operan en el contex-
to de los mercados financieros rurales (MFR).
Las microfinanzas rurales comprenden insti-
tuciones financieras formales e informales, de
mayor o menor dimensión, que proporcionan
servicios financieros reducidos a los campesi-
nos pobres y pequeños productores rurales,
así como servicios financieros de mayor cuan-
tía a las empresas que elaboran productos
agropecuarios y a otras pequeñas y  media-
nas empresas rurales; abarca una amplia gama
de instituciones de microfinanciamiento (IMF),
que van desde las asociaciones de ahorro y
crédito rotatorio, las cooperativas, organismos
no gubernamentales (ONG) y compañías finan-
cieras, hasta los bancos rurales y los bancos
de desarrollo agropecuario (FIDA, 2003).

Aunque en la mayor parte de los países de
la región no se encuentra documentado, una
labor significativa y relevante en el financia-
miento rural es realizada por los “proveedo-
res informales”. Estos agentes de crédito
normalmente corresponden a intermediarios
en la cadena agropecuaria, son proveedores de
insumos, centros de compra, empresas de fac-
toraje, corredores de seguros y almacenes o bo-
degas. Muchos de ellos son comerciantes o
empresas distribuidoras nacionales. La presen-
cia de estos actores surge como consecuencia
del retiro de la banca comercial del financia-
miento rural y representan una alternativa que
soluciona la escasez de crédito formal.

La mayor parte de los estudios referidos al
microfinanciamiento rural indican que aún
persiste un fuerte rezago frente a lo que ocu-

■ ESTUDIOS

La dimensión de las microfinanzas
rurales en América Latina:
un análisis comparativo de cuatro países
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rre en el ámbito urbano. En términos genera-
les, se señala que las áreas rurales son zonas
con baja demanda, con mayores costos de tran-
sacción y que poseen estacionalidad en la pro-
ducción. En la mayoría de los países el sector
agropecuario sigue siendo la principal activi-
dad económica de las zonas rurales, y como
tal, está sujeto a una serie de riesgos inheren-
tes a la actividad: cambios por variación cli-
mática, frecuencia de desastres naturales, y
habituales variaciones en los precios. Estos
elementos lo convierten en un sector de ma-
yor riesgo.2

Además de estos factores de riesgo, los
agentes de crédito, especialmente de las insti-
tuciones formales de crédito, perciben a los
pequeños productores con una baja capacidad
de pago. Los agentes consideran que los agri-
cultores tienen bajas tecnologías y que mani-
fiestan serios problemas de comercialización;
muchos productores tienen dificultades de
demostrar la documentación contable y las ga-
rantías necesarias para la entrega de un prés-
tamo.

Estas percepciones han generado una pos-
tura adversa de las instituciones hacia la en-
trega de créditos, que muchas veces no es
acertada y que, además, se generaliza a todos
los productores agropecuarios, perjudicando
a todo el sector. Otro elemento importante es
el que se refiere a los costos de transacción tan-
to de proveedores como demandantes. Estos
costos incluyen las exigencias que existen en
la legislación financiera respecto a la obliga-
ción de provisiones por pérdidas y la imposi-
ción de una tasa de interés máxima legal. Este
conjunto de factores ha contribuido a desin-
centivar a los proveedores formales para par-
ticipar en la oferta crediticia rural.3

Este artículo tiene por objetivo entregar una
visión documental respecto a la dimensión y
profundidad que tienen las microfinanzas
rurales en cuatro países de América Latina, es-
pecialmente en la zona sur. Para ello se anali-
zan los datos de Argentina, Chile, Colombia y
Perú. Esta selección de países se caracteriza
por la diversidad de proveedores y entornos
que definen a cada uno de ellos.

Los antecedentes que aquí se señalan de-
muestran que aún existen regiones en donde
el desarrollo de finanzas rurales es incipiente,
habiendo, por lo mismo, un creciente interés

por parte de gobiernos, agencias internacio-
nales y otros actores nacionales en el conoci-
miento sobre la realidad del sector. Con el
presente artículo se pretende contribuir a la
comprensión de esta realidad, al tiempo en que
se quiere señalar la importancia de seguir in-
dagando en este importante tema.

Frente a cualquier análisis respecto al finan-
ciamiento rural, es necesario indicar que la
mayoría de los proveedores financieros, espe-
cialmente los relacionados con el sector formal
tradicional (bancos y compañías financieras)
y también muchas cooperativas de ahorro y
crédito así como ONG, registran sus opera-
ciones y servicios sin distinguir la dimensión
rural de la urbana. El modus operandi más uti-
lizado es registrar las operaciones financieras
clasificándolas según los sectores productivos
de la economía, dentro de los cuales se inclu-
ye la agricultura.

En este texto se considera el financiamien-
to agropecuario, como una variable proxi del
financiamiento rural. Es necesario aclarar que
este fenómeno deja de manifiesto una falen-
cia significativa en la interpretación y análisis
de la información, ya que esta aproximación
implica subestimaciones que podrían ser con-
traproducentes al momento de formular es-
trategias y políticas de apoyo al sector rural.

La información disponible de los países
demuestra que hay una mayor cobertura en
el crédito agropecuario en desmedro del re-
gistro de los demás servicios financieros. So-
bre la preponderancia que se le ha dado al
tema del crédito agropecuario hay una amplia
discusión respecto de lo que se denomina
“paradigma de las finanzas rurales”. En este
paradigma se reconoce la necesidad de incor-
porar la movilización de depósitos (ahorros)
en las zonas rurales, a fin de incrementar el
alcance y la posibilidad de sostenibilidad de
las instituciones de microfinanciamiento como
proveedores de servicios, especialmente de las
ONG (Vogel, 2003).4

I. LAS MICROFINANZAS RURALES EN PERÚ

De acuerdo a los antecedentes reunidos para
los cuatro países analizados, Perú es el que
manifiesta un mayor grado de desarrollo en
las finanzas rurales.5 De un total de 70 institu-
ciones que actúan como proveedores de mi-



Territorio y Economía ■  15

crocrédito, más de la mitad (54%) mantienen
algún rango de su cartera en el área rural. Los
principales oferentes son las Cajas Rurales de
Ahorro y Crédito (CRAC) y las ONG, con pre-
sencia local a través de 12 y 16 organismos,
respectivamente.

Los principales proveedores de financia-
miento agropecuario en Perú son los bancos
comerciales. En el 2001, controlaban el 84% de
los créditos en el país, pero si observamos la
evolución desde 1995 vemos que esta partici-
pación ha disminuido, permitiendo el incre-
mento de la oferta de otros proveedores. Un
dato adicional es que los bancos que más pro-
veen de crédito agropecuario no son las insti-
tuciones que se consideran “representativas”
en las microfinanzas en el país (Mi Banco y
Banco de Trabajo). Las cifras demuestran que
el crédito de los bancos comerciales se con-
centra en un grupo reducido de deudores que
representan apenas el 4.2% de los deudores
totales del sector. Esto señala que los bancos
están segmentados fuertemente hacia los me-
dianos y grandes agricultores. En este grupo
el crédito agropecuario promedio es de US
$90,799 (dólares de 2001).6

El cese de funciones del Banco Agrario del
Perú (BAP) en el año 1992, provocó un déficit
en el financiamiento rural. Hasta su cierre, el
BAP proveía de créditos al sector agrario y ru-
ral con una cartera promedio de US $900 mi-
llones anuales, monto que representa el doble
de la cartera agropecuaria de 2001. Para cu-
brir en parte este déficit, el Estado impulsó la
formación de las CRAC.

Estas organizaciones se suman a otras ins-
tituciones de microfinanciamiento formal que
existen en Perú: las Cajas Municipales de
Ahorro y Crédito (CMAC) y las Entidades de
Desarrollo para la Pequeña y Microempresa
(EDPYME).7 Las CRAC ocupan hoy el segundo
lugar en las finanzas agropecuarias de Perú
(aunque lejos respecto de los bancos); sus co-
locaciones representan el 8.5% del total del sis-
tema, que fueron de US$ 35 millones en el año
2001. Estos organismos mantienen una propor-
ción significativa de los deudores agropecua-
rios (10% del total). Y a pesar de la importancia
que tienen en el financiamiento rural, su cober-
tura actual es ínfima con relación a la deman-
da que proviene de los sectores productivos
rurales y que están representados por produc-

tores agropecuarios y no agropecuarios que
laboran en microempresas, formales e infor-
males, tanto individuales (autoempleo) como
aquellas que tienen más de un trabajador.8

De acuerdo a estudios basados en datos de
las Superintendencia de Bancos y Seguros
(SBS), las CRAC son las instituciones microfi-
nancieras del sector formal que tienen un ma-
yor grado de riesgo respecto de los demás
organismos.

Poseen una de las más altas tasas de mo-
rosidad y manifiestan deficiencias en la ope-
ración financiera, además se caracterizan por
tener los más altos intereses (Portocarrero,
2002). La distribución de la cartera de créditos,
según ramas económicas, indica que sólo el 47%
de ellas se destina a actividades netamente
agropecuarias, mientras que una parte impor-
tante está orientada al sector comercio (42%).

Esto señala que las CRAC mantienen una
participación importante en zonas urbanas,
peri urbanas y/o actividades rurales no agro-
pecuarias, lo que obedece a una estrategia de
diversificación de cartera y disminución del
riesgo. La crisis agropecuaria generada por la
presencia de la “corriente del niño” en el año
1998, agregada a la crisis externa de financia-
miento del mismo año, provocó serios proble-
mas que afectaron la sostenibilidad de estas
instituciones.

Por su parte, las CMAC y las EDPYME tam-
bién tienen una importancia creciente en las
finanzas rurales. Especial atención merecen las
CMAC, ya que su participación en la cartera
crediticia agropecuaria ha aumentado signifi-
cativamente en los últimos siete años. En el
año 1995 las colocaciones agropecuarias fue-
ron de US$3.1 millones y en el 2001 pasaron a
US$17.5 millones, llegando a representar en la
actualidad casi el 50% de la cartera de las CRAC.
Otra característica relevante es que estas ins-
tituciones mantienen el 12.7% de los deudo-
res agropecuarios del sistema (alrededor de
12,000 clientes); esto configura un escenario
en el cual las CMAC se convierten en organis-
mos que tienen incidencia significativa en las
microfinanzas rurales. Al comparar las cifras
de ambos tipos de instituciones, se obtiene que
las primeras tienen un crédito promedio de
1,495 dólares por deudor, mientras que las se-
gundas mantienen un crédito promedio de
3,811 dólares.
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La situación de las EDPYMES es menos pro-
misoria para las finanzas rurales, su campo de
acción se orienta en mayor medida hacia las
microempresas de carácter urbano, aunque no
es exclusivo, puesto que en el año 2001 parti-
ciparon con una oferta agropecuaria de 1.5
millones de dólares. Estas instituciones son de
creación reciente (1998) por lo que aún mu-
chas de ellas se encuentran en un proceso de
consolidación financiera y operativa, lo que
indica que su accionar en el ámbito rural debe
evaluarse con cautela.

Otro actor significativo en el ámbito rural
lo constituyen las ONG crediticias. De un total
de 26 organismos identificados, 16 declaraban
tener algún campo de acción en el ámbito ru-
ral. Estas ONG mantienen un porcentaje de
cartera rural de 65% (promedio no pondera-
do). Si se utilizan estas proporciones se esti-
ma que la cartera rural de las ONG es cercana a
los 11.8 millones de dólares, con una atención
de 66,000 clientes. Estas cifras convierten a las
ONG en los proveedores más representativos
de microcréditos, lo que es coherente con su
campo de acción hacia sectores de bajos in-
gresos, muchos de los cuales están en situa-
ción de extrema pobreza. El promedio no
ponderado del crédito agropecuario de las
ONG es de 180 dólares por cliente.9

Es necesario realizar un alcance respecto
al impacto que tendrá la reciente formación
de AGROBANCO en las microfinanzas rurales de
Perú. El Estado tomó la decisión de formar un
banco de financiamiento agropecuario en di-
ciembre de 2001, lo que se interpreta como una
intervención estatal directa en el mercado fi-
nanciero rural. El surgimiento de esta instan-
cia deriva de presiones y demandas políticas
planteadas por algunos sectores de la sociedad.

En su diseño se especifica que el banco ac-
tuará como banca de primer y segundo piso.
La primera modalidad la realiza a través de la
entrega directa de créditos de corto plazo a
pequeños productores agropecuarios siempre
y cuando se encuentren asociados a una cade-
na productiva. Mientras que como banca de
segundo piso realiza intermediación finan-
ciera a través de las demás instituciones que
actúan en las microfinanzas (CMAC; EDPYMES
y CRAC).

Un reciente estudio sobre el impacto de
AGROBANCO en las finanzas rurales entrega

algunos antecedentes respecto a su diseño y
constitución, mismo que tendría algunas fa-
lencias que pueden afectar notoriamente su
sostenibilidad.

Entre las observaciones se señalan: Los re-
cursos con los que cuenta son limitados (el
capital inicial es de 30 millones de dólares y
no hay participación de privados); tiene una
alta dependencia del Ministerio de Agricultu-
ra en la provisión de recursos; podría generar
competencia desleal si decide subsidiar la tasa
de interés de los créditos; la tecnología y pro-
ductos financieros que ofrece no corresponde
a la demanda de créditos de los productores
(no entrega créditos a productores individua-
les ni a aquellos que no estén vinculados a una
cadena productiva); su campo de operaciones
está concentrado en las zonas geográficas más
dinámicas y con potencial exportador. (Agui-
lar, 2003)

Todos estos elementos indican que aún
siendo un actor potencialmente influyente en
las finanzas rurales no constituye una amena-
za para los demás proveedores ni tampoco se
considera como una solución a la problemá-
tica del financiamiento rural. Su escasa colo-
cación de créditos (en agosto de 2003 sólo
llegaba a 1.8 millones de dólares) y sus difi-
cultades de capital y financiamiento indican
la necesidad de rediseño o modificación en el
esquema de operación.

Un aspecto importante del sector microfi-
nanciero en Perú es la existencia de varias ins-
tituciones que actúan en red y que prestan
servicios a los distintos organismos que agru-
pan. En el ámbito rural, la más significativa es
el Consorcio Promoción de la Mujer y de la
Comunidad, PROMUC, una asociación civil
nacional que inició sus actividades en 1994.
Actualmente, PROMUC cuentan con 11 institu-
ciones socias, está compuesta por 800 bancos
comunales y tiene más de 15,000 socias a ni-
vel nacional. Además, existen dos federacio-
nes importantes: la Federación de CMAC (que
es bastante sólida y presta servicios importan-
tes a sus organizaciones asociadas) y la Fede-
ración de CRAC.

Desde el punto de vista de la demanda, la
población rural muestra una escasa participa-
ción en el microfinanciamiento, especialmen-
te formal. Una aproximación a la magnitud de
esta situación puede observarse en el porcen-
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en el sector agropecuario. El retiro de los ban-
cos obedeció a una opción estratégica de par-
ticipación mayoritaria en mercados “masivos”
y homogéneos (profundización), especialmen-
te en el área urbana.

La composición y distribución del crédito
rural destinado a la microempresa en Chile se
configura por un total de 23 organizaciones
financieras identificadas como proveedores de
microfinanzas, de las cuales 11 tienen accio-
nes en el área rural.11 En la mayoría de ellas,
la cartera agropecuaria no supera el 5% del
total, exceptuando dos ONG e INDAP, que tra-
bajan exclusivamente en el ámbito rural. La
cartera rural total de estas instituciones se es-
tima en $50.6 millones de dólares, que benefi-
cian a poco más de 65.000 productores. Estos
valores dejan en evidencia la preponderancia
que tiene INDAP en la estructura de financia-
miento, ya que representa el 90% de la oferta
total de créditos destinado a pequeños pro-
ductores rurales.

Según las cifras entregadas por ODEPA12

–que provienen de la Superintendencia de
Bancos– el saldo de las colocaciones agrope-
cuarias en Chile era de $1,632.2 millones de
dólares en febrero de 2003, valor que repre-
senta apenas el 4% de las colocaciones totales
del sistema financiero.13

Suponemos que la mayor parte de ellas se
encuentra en los segmentos de medianos y
grandes empresarios agropecuarios vincula-
dos preferentemente a la agricultura de expor-
tación, lo que deja en evidencia la escasa
cobertura de recursos que tienen las finanzas
rurales en los pequeños productores. En efec-
to, la magnitud de esta cartera es enorme si
consideramos la oferta crediticia conjunta de
los organismos de microcrédito que represen-
ta apenas el 3% de estas colocaciones. Los da-
tos indican que los bancos comerciales que
actúan en las microfinanzas son los segundos
proveedores de crédito de las zonas rurales.

También se señala que la estructura de
microfinanzas rurales en Chile depende ab-
solutamente de la oferta crediticia que reali-
za INDAP. La labor que ejerce este organismo
obedece a la ausencia de financiamiento en el
sector rural. Sin embargo, su programa de
créditos ha sido cuestionado y criticado por
diversos sectores de la sociedad, especialmen-
te por miembros del Congreso Nacional, cen-

taje de los hogares rurales con acceso al crédi-
to. Los estudios realizados con datos de la en-
cuesta ENNIV 2000,10 muestran que el acceso
de los hogares peruanos al crédito se redujo
drásticamente en los últimos tres años. En el
2000, el porcentaje de hogares rurales que dis-
pone de alguna fuente de crédito llegó al 13%,
poco más de la mitad del porcentaje que al-
canzó en 1997 (21.1%), y menor al que se re-
gistró en 1994 (16.1%) (Instituto Cuanto, 2000).
La mayor parte de este acceso se produce a
través de fuentes informales, ya que los ban-
cos, CMAC y cooperativas sólo contribuyen con
el 3.7% de esta vía.

Otra perspectiva de la demanda se puede
observar a través del número de productores
rurales considerados microempresarios. Según
el Ministerio de Agricultura, la microempresa
(minifundio y pequeña propiedad agropecua-
ria) comprende 1,178,115 unidades de produc-
ción (70.1% del total) menores a 3 hectáreas y
un tamaño promedio por unidad de 1.06 has.
Así señalado, la cobertura que tienen las ins-
tituciones de microfinanciamiento rural no
supera el 7.5% del total de la demanda en es-
tas zonas (MINAG, 2002).

II. LAS MICROFINANZAS RURALES EN CHILE

Chile se caracteriza por tener un mercado
financiero rural reducido y altamente seg-
mentado. Los principales proveedores del
crédito son los bancos comerciales, algunas
cooperativas de ahorro y crédito, oferentes de
crédito informal (proveedores de insumos y
tecnologías), y por último, INDAP, institución
del Estado dependiente del Ministerio de Agri-
cultura. A pesar de la presencia de numero-
sos proveedores, la dimensión de las finanzas
rurales aún sigue siendo reducida, especial-
mente la que se refiere a pequeños producto-
res. Cabe señalar que existen una serie de
instrumentos de financiamiento de segundo
piso impulsados por el Estado, pero que no
benefician mayoritariamente a la pequeña
agricultura.

A partir de 1990, se produjo una disminu-
ción importante en el acceso al crédito banca-
rio por parte de los productores agropecuarios,
lo que se debió a dos razones: una fuerte re-
ducción de los subsidios directos y el retiro
de los bancos comerciales del financiamiento
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tros de estudios y sectores de la prensa.14 Las
críticas apuntan a una mala gestión de la car-
tera, lo que podría haber significado pérdidas
patrimoniales al Estado; y a la recuperación
de créditos, que es notoriamente baja. Una eva-
luación realizada por la Cámara de Diputa-
dos en el año 1999, informó de una morosidad
de 47.8% para los créditos que vencían ese año.
Esta morosidad se manifiesta en forma mu-
cho más acentuada en los créditos otorgados
en forma asociativa.

En la evolución de la cartera de créditos
de INDAP en pesos del 2003 se aprecia clara-
mente una tendencia a la disminución de la
oferta de créditos (en términos reales) en los
últimos cuatro años. El crecimiento sostenido
que se observó durante el periodo 1993-96,
obedeció a una política gubernamental ex-
pansiva orientada a dar un mayor acceso de
créditos a los pequeños productores, tanto
para proyectos de inversión como para pro-
ducción anual.

Durante esos años, no sólo se incrementó
el aporte fiscal para este ítem, sino que ade-
más, la tasa de recuperación de créditos fue
más alta (con niveles superiores a 90%). Esto
permitió tener una mayor disponibilidad de
recursos para nuevos créditos. Posteriormen-
te, a partir de 1997, las tasas de recuperación
comienzan a caer drásticamente y no se ge-
neran reajustes en el aporte fiscal para incre-
mentar el acceso a créditos. Se agrega a esta
situación el mal desempeño que muestra la
economía en su conjunto a partir de 1998, lo
cual agrava la crisis de recuperación de las co-
locaciones.

Las críticas a INDAP y el mal desempeño
de su cartera de créditos ha generado un pro-
ceso de modernización en el que se han toma-
do una serie de medidas que buscan mejorar
la gestión crediticia, la evaluación del riesgo y
el sistema de cobranza al interior del organis-
mo. La creación de nuevos instrumentos en el
ámbito de servicios financieros, puede ser
interpretada como un cambio en el papel del
financiamiento rural, ya que pretenden con-
vertir a este organismo en un agente de desa-
rrollo de segundo piso, operado a través de
instituciones financieras intermediarias.

En el año 2001 se creó el Bono de Articula-
ción Financiera (BAF), un instrumento que en-
trega un subsidio a proveedores, previamente

registrados, para cubrir en parte los costos de
transacción en la entrega de microcréditos ru-
rales. Según INDAP, se han establecido conve-
nios de cooperación con 18 instituciones,
incluidos 3 bancos comerciales. Los resultados
para el año 2002 señalan que se cursaron alre-
dedor de 1,000 créditos por un valor total de
$1.4 millones de dólares. Adicionalmente, se
está estudiando la posibilidad de crear un Fon-
do de Garantía Agrícola que permita cubrir
parte de las pérdidas de crédito impagos.

Para tener una dimensión sobre la deman-
da de financiamiento rural se utilizan los an-
tecedentes de ODEPA. Un estudio de este
organismo estimó, sobre la base del VI Censo
Agropecuario de 1997, que el sector rural en
Chile está compuesto por 270,000 pequeños
productores, de los cuales alrededor de 176,000
se consideran pequeños productores empre-
sariales y el resto son productores de subsis-
tencia (ODEPA, 2000). Si nos remitimos a los
productores microempresarios, la cobertura de
las instituciones formales de microcrédito es
de 37.3 por ciento. Este es un valor bastante
prometedor si se compara con los datos de los
demás países de la región. Sin embargo, de este
total de productores que acceden, el 34% lo
hace a través de INDAP, mientras que sólo el
3.3% accede por medio de los demás provee-
dores.

El amplio acceso a los créditos de INDAP se
explica en gran medida por el fuerte compo-
nente de subsidio y la mínima exigencia de
garantías reales que tienen sus servicios finan-
cieros, a lo que se suman las bajas tasas de in-
terés. Además, en forma paralela a los créditos,
se subsidia la entrega de asistencia técnica.

Como los bancos formales prácticamente
no cubren las zonas rurales, no cabe la menor
duda de que si este organismo retira su fi-
nanciamiento de primer piso, muchos pro-
ductores, especialmente los más pobres o
vulnerables, verían disminuidas sus fuentes
de financiamiento, obligándolos a refugiarse
en los sectores informales.

III. LAS MICROFINANZAS RURALES
EN ARGENTINA

La situación de las microfinanzas rurales en
Argentina es menos promisoria que en Perú,
Chile y Colombia. El mercado financiero ru-
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ral está determinado principalmente por la
presencia de algunos bancos públicos y pro-
vinciales; junto a ellos coexisten las cooperati-
vas agropecuarias y un número muy reducido
de ONG. El Estado mantiene el Programa So-
cial Agropecuario (PSA), principal programa
público (del Ministerio de Economía) que otor-
ga financiamiento directo (créditos) a peque-
ños productores rurales, aunque su cobertura
es muy baja aún. Además, el Estado mantiene
un grupo de al menos cinco programas de asis-
tencia financiera de segundo piso orientados
a la microempresa, que están dirigidos a to-
dos los sectores productivos de la economía,
tanto urbanos como rurales.15

Junto a estos escasos proveedores forma-
les y semi formales existe una gran cantidad
de oferentes de crédito informal, representa-
dos por proveedores de insumos y tecnologías
agropecuarias. Estos son considerados como
los principales oferentes de créditos en las
zonas rurales.

Las microfinanzas rurales en Argentina son
reducidas y escasas. Sin considerar la oferta
que realizan los bancos, se estima que la car-
tera de crédito de las cooperativas agropecua-
rias y de las ONG rurales no supera los 3.7
millones de dólares y no beneficia a más de
11,100 pequeños productores. Si se agrega a
este valor los beneficiarios de créditos del PSA,
con una cobertura de sólo 6,500 familias, se
concluye que 18,400 pequeños productores
tienen acceso al financiamiento rural en Ar-
gentina.

Las ONG que intervienen en las zonas ru-
rales son organismos que actúan en áreas es-
pecíficas y con un reducido tamaño de clientes.
Al parecer, las tecnologías crediticias existen-
tes no permiten la conformación de institucio-
nes de mayor tamaño. Como ejemplo se puede
indicar que uno de los proyectos emblemáticos
en microfinanzas rurales es la realizada por el
Fondo de Inversión Social (FIS), el Ceibal que
atiende a 261 personas con una cartera de
35,000 dólares para el año 2002. El tamaño y
tecnología crediticia de esta organización le ha
permitido tener una tasa de recuperación su-
perior al 95 por ciento (Landó, 2002).

A inicios de la década de los noventa, Ar-
gentina era uno de los países de América La-
tina con la menor profundización bancaria, el
dinero circulante junto a los depósitos repre-

sentaba sólo el 11% del PIB,16 además un por-
centaje muy bajo de la población accedía a los
bancos comerciales (Wenner; Proenza, 2002).
A partir de 1991 se comienzan a ejecutar una
serie de reformas al sistema financiero y se
estimula el ingreso de capitales externos, lo
que genera un incremento significativo de la
monetarización de la economía. Esto provoca
un incremento en la demanda, lo que hace
aumentar las colocaciones totales del sistema,
llegando a triplicarlas a fines de la década. El
sector agropecuario también se vio beneficia-
do con esta situación, ya que incrementó sus
recursos de crédito, incluso más que los otros
sectores de la economía, llegando a represen-
tar sobre el 10% de las colocaciones entre los
años 1991 y 1995.17

Posteriormente, como consecuencia de la
crisis mexicana (1995), la importancia del
sector agropecuario comienza a caer. Actual-
mente, el principal oferente del crédito agro-
pecuario es la banca pública, que representa
el 60% de las colocaciones totales (Nava, 2003).
Los principales representantes son el Banco
de la Nación y el Banco de la Provincia de
Buenos Aires.

Una de las características del sector finan-
ciero agropecuario es la alta morosidad de la
cartera. Las cifras oficiales señalan que los cré-
ditos morosos no han bajado del 20% en el total
del sistema. Por otro lado, algunos estudios
sobre el desempeño del PSA indican que este
programa tiene una morosidad cercana al 75%
(Grupo Shopia, 2002). Los argumentos que se
señalan para explicar este hecho se remiten a
la existencia de una marcada práctica del sub-
sidio en la población rural, además existe la
cultura del “no pago” de los créditos que otor-
ga el gobierno central. Esta situación, eviden-
temente afecta cualquier iniciativa que se
quiera realizar en las zonas rurales.

Merece destacar el papel jugado por el Fon-
do Fiduciario de Capital Social –FONCAP– en
el desarrollo de las microfinanzas en Argenti-
na, ya que se considera parte de las políticas
innovadoras en el tema. Este organismo nace
en el año 1997 con el objeto de crear un esque-
ma de financiación auto-sostenible y perdu-
rable para el sector de la microempresa de
menores recursos económicos.

Aunque su cartera crediticia es de sólo $7.8
millones de dólares, con ello administra dos
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líneas de crédito de segundo piso: a) Créditos
a Instituciones de Financiamiento para
Microempresas (IFM) y b) la Banca Micro. El
primer instrumento apunta a las organizacio-
nes ya consolidadas en el ámbito del micro-
crédito (ONG con mucha experiencia, Bancos
y Financieras). Dentro de las IMF que actúan
en el área rural se encuentran 12 cooperativas
agropecuarias y varias de la ONG rurales. La
línea de Banca Micro busca facilitar y contro-
lar fondos para ONG que quieren iniciarse en
la actividad del microcrédito, para lo cual
FONCAP contribuye con un monto inicial de
$100,000 dólares (Grupo Sophia, 2002).

A pesar de los bajos montos que maneja
este organismo, se ha convertido en un refe-
rente significativo para los proveedores de
microcrédito tanto urbanos como rurales. No
cabe duda que este fondo es uno de los es-
fuerzos más significativos realizados en el país
en el área de las microfinanzas, por lo que eva-
luar su desarrollo en el tiempo con el fin de
identificar las lecciones aprendidas, pudiera
ser una acción de interés también para otros
países.

En el sector agropecuario de Argentina
existe una diversidad de instrumentos finan-
cieros que son utilizados como solución fren-
te a la escasez de crédito formal, entre los
cuales se pueden encontrar: fondos de inver-
sión, fideicomisos, warrants, leasings, pools de
siembras, factoring y sociedades de garantía.
Entre ellos están los fidecomisos, instrumen-
to creado por el Gobierno con el objeto de
movilizar la voluminosa cartera del Banco Hi-
potecario Nacional (NAVA, 2003).

Tienen una dinámica creciente en el últi-
mo tiempo y han sido utilizados por peque-
ños productores asociados a cooperativas
agropecuarias a través del FONCAP.

Con relación a la demanda de las micro-
finanzas rurales, ésta puede ser analizada
mediante la información sobre la población
objetivo del PSA, la que ha sido cuantificada
en 159,712 familias,18 basada en la estimación
de productores minifundistas y que fue efec-
tuada por la Dirección de Desarrollo Agrope-
cuario, a partir de los datos del Censo Nacional
Agropecuario de 1988. Esta población repre-
senta un 40% del total de los productores ar-
gentinos; sólo el 9.4% del total de productores
minifundistas tienen acceso a microfinancia-

miento en Argentina (Craviotti y Soverna,
1999); aunque este valor no considera el ac-
ceso que se realiza a través de los bancos co-
merciales, se estima que no la incrementa
significativamente, debido a las garantías exi-
gidas por estos organismos.

IV. LAS MICROFINANZAS RURALES
EN COLOMBIA19

En Colombia las microfinanzas urbanas go-
zan de buena salud y se encuentran en creci-
miento, aunque en las zonas rurales aún falta
mayor desarrollo. La principal característica
de este país es que tiene una de las coberturas
bancarias más altas de Latinoamérica; existe
una agencia por cada 10,200 habitantes, indi-
cador que es superior a México y comparable
con Brasil. En las zonas rurales existe una su-
cursal bancaria, cada 16,300 habitantes y el
68% de los municipios rurales cuenta con una
agencia, el Banco Agrario de Colombia man-
tiene presencia en el 40% de los municipios
rurales (Cuevas, 2003).

Colombia es considerado pionero, desde
principios de los años 90, en el tema de las
microfinanzas urbanas, por ello ha servido de
modelo para otros países de la región. Cuenta
con una alta presencia de instituciones forma-
les, semiformales y no formales. La cartera de
microcréditos es superior a $230 millones de
dólares. Aún así, la cartera de microcréditos
del sistema financiero regulado representa
menos del 3% del total de créditos de los esta-
blecimientos. Las grandes empresas son las
principales usuarias de los recursos financie-
ros y generan una alta concentración: el 83.2%
de la cartera se encuentra en poder de 5,000
deudores.20

La creciente presencia e interés de los ban-
cos comerciales en las microfinanzas;21 un
marco legal adecuado que reconoce el mi-
crocrédito; una política activa del gobierno
hacia el desarrollo de las microempresas; y una
alta demanda de recursos financieros han ge-
nerado un escenario propicio para que am-
plios sectores de la pequeña producción se
hayan incorporado al sistema financiero for-
mal. A pesar de estas ventajas, el sector rural
no cuenta con la cobertura y diversidad ins-
titucional que existe en las capitales y ciuda-
des intermedias, especialmente la orientada a
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la pequeña producción. Según un reciente es-
tudio del Banco Mundial, sólo el 8% de los
hogares campesinos tiene acceso al sistema
bancario.22

La oferta crediticia para el sector agrope-
cuario y rural en el año 2002 superó los US$600
millones. El principal proveedor del sistema
es FINAGRO,23 que contribuye con más del 50%
de los recursos. Los bancos comerciales (que
también redescuentan de FINAGRO) están
orientados fundamentalmente a agricultores
medianos y grandes, quienes segmentan sus
préstamos en montos medios y altos, sobre los
386 dólares (un millón de pesos colombianos)
con una alta concentración (48%) sobre los
41,000 dólares y dos tercios sobre los $37,000
dólares (Cuevas, 2003). Estos montos les per-
miten a los bancos tener tasas de interés más
bajas que el promedio del sistema. Los demás
actores relevantes son las cooperativas (finan-
cieras, de ahorro y crédito) los cuales mantie-
nen una segmentación de clientes orientada a
productores medios.

El mismo estudio del Banco Mundial indi-
ca que existe una amplia cobertura de los pro-
veedores informales (insumos y tecnologías),
quienes se encuentran segmentados hacia
préstamos chicos (el 62% de los préstamos que
entregan son menores a $386 dólares), además
con un alto costo para los pequeños produc-
tores y con tasas de interés superiores al 60%
anual.

La experiencia de las ONG colombianas es-
pecializadas en microfinanzas es amplia y sos-
tenida en las zonas urbanas, con una cartera
total de microcréditos que les permite ocupar
el segundo lugar a nivel nacional, siendo al-
gunas de ellas de gran tamaño.24 En las zonas
rurales, las ONG financieras se encuentran bas-
tantes dispersas, aunque las más representa-
tivas están ubicadas en las zonas costeras
(atlántica y pacífica). Estos organismos han
iniciado y consolidado diferentes estrategias
y tecnologías crediticias que complementan la
oferta que realiza el sector formal.

Otra experiencia referida a microfinanzas
rurales es la que desarrolla el Proyecto de
Apoyo al Desarrollo de la Microempresa Ru-
ral (PADEMER). Este Programa pertenece al
Ministerio de Agricultura y fue creado en el
año 2000 con financiamiento del FIDA. A pe-
sar de que uno de sus componentes es la en-

trega de servicios financieros rurales, posee
una reducida escala de operaciones: hasta el
año 2001 sólo se habían entregado 103 mi-
crocréditos.

El gobierno colombiano ha querido elimi-
nar las distorsiones existentes en el ámbito
rural. Una de las medidas adoptadas fue el
cierre de la Caja Agraria en 1999, proceso que
facilitó la creación del Banco Agrario.25 Ade-
más de las reformas al marco legal, el actual
gobierno busca fortalecer el acceso al crédito
por parte de la microempresa urbana y rural,
para lo que ha dispuesto una línea de finan-
ciamiento de segundo piso para los años 2002-
2006 de U$700 millones, los cuales serán
canalizados a través de FINAGRO y el BANCOL-
DEX.26 Sin embargo, en el área rural el princi-
pal utilizador de estos recursos ha sido el
Banco Agrario, apreciándose una escasa pre-
sencia de los demás actores, especialmente de
las cooperativas y las ONG.

Por ello se puede apreciar que el problema
de acceso al crédito por parte de los pequeños
productores rurales en Colombia no se debe a
la inexistencia de agencias bancarias, ni tam-
poco es por falta de recursos financieros. Se-
gún Cuevas (2003), esto se explica porque la
banca, exceptuando al Banco Agrario,27 man-
tiene un marcado sesgo urbano en la capta-
ción y colocación de recursos. Los productos
financieros que se ofrecen en las zonas rura-
les son iguales a los de las zonas urbanas y
además, existe una escasa innovación en pro-
ductos y metodologías de las instituciones con
presencia rural. Existen algunas restricciones
de uso legal que contribuyen a esta situación:
el marco regulatorio no permite usar anima-
les como garantía, siendo éste uno de los prin-
cipales mecanismos de ahorro de las familias
rurales. Esta situación se encuentra en debate
actualmente en Colombia.

El mismo estudio del Banco Mundial rea-
liza recomendaciones que apuntan a generar
una política integral de acceso a los servicios
financieros rurales. Aconsejan un papel más
protagónico del Banco Agrario como impulsor
de microcréditos y consideran que FINAGRO
debe convertirse en una agencia de desarrollo
de segundo piso. Ya se han realizado algunos
avances en esta dirección: un comunicado de
la Presidencia de la República de Colombia28

anunció que para asegurar el desarrollo inte-
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finanzas urbanas (Perú, Bolivia y Colombia),
de modo que se buscan mecanismos que per-
mitan que los recursos financieros de estas
instituciones puedan colocarse en las zonas
rurales a través de las IMF.

3. Los proveedores informales son los principales
proveedores de crédito en la zona rural y forman
parte significativa en las microfinanzas rurales.
Aunque no se encuentra documentado, se es-
tima que en todos los países más del 60% de
los pequeños productores que acceden a cré-
ditos lo hacen a través de fuentes informales.
El acceso de financiamiento a través de fuen-
tes formales es cada vez menor a medida que
existe mayor informalidad en la producción.
En los países que no tienen un esquema de
proveedores formales (Argentina), la partici-
pación de estos actores tiene una mayor im-
portancia.

4. La presencia de diferentes tipos de proveedores
es determinante en el desarrollo de las microfinan-
zas rurales. Tal como queda demostrado en el
caso de Perú, la presencia de distintas formas
de instituciones de microfinanzas (IMF) en las
zonas rurales, implica una mayor profundi-
zación de estos mercados. En este país las IMF,
especialmente ONG, han demostrado ser
sostenibles en el tiempo, logrando crecimien-
to y desarrollo.

Además, las IMF manifiestan una alta ca-
pacidad de movilizar recursos del Estado,
préstamos bancarios y fondos internacionales.
Contrariamente, la situación en Argentina y
Chile muestra que las IMF que actúan en el me-
dio rural tienen un reducido tamaño, mani-
fiestan una baja capacidad de gestión y poseen
escasas tecnologías de crédito. Los elementos
que impiden un mayor desarrollo de merca-
dos de financiamiento rural son: a) los eleva-
dos costos de transacción que aún deben
enfrentar para la entrega de colocaciones; b)
las exigencias de requisitos legales; c) los al-
tos riesgos derivados de la limitación de carte-
ras de activos y pasivos; y, d) la imposibilidad
de poder realizar captaciones (ahorros), entre
otros aspectos.

5. Un marco regulatorio adecuado y una sólida
promoción del Estado promueve y facilita el desa-
rrollo de las microfinanzas rurales. La legislación

gral de las pequeñas empresas agropecuarias,
el Banco Agrario recibirá solicitudes de
microcréditos presentadas por ONG y funda-
ciones con experiencia en asesoría de mi-
croempresas; para ello, el Banco ha firmado
convenios de asistencia técnica con estos or-
ganismos con la finalidad de realizar un plan
de capacitación y asesoría en manejo admi-
nistrativo, estrategias de comercialización, de-
sarrollo del negocio y orientación para la
solicitud del crédito.

V. CONCLUSIONES

A modo de conclusión se entregan algunos de
los principales aspectos, que a juicio del autor,
son relevantes para la comprensión de las mi-
crofinanzas en América Latina y que se deri-
van del análisis realizado en los cuatro países.

1. Las microfinanzas rurales aún tienen un escaso
desarrollo y cobertura en todos los países analiza-
dos. Aun en aquellos en donde existe un ma-
yor desarrollo de microfinanzas en zonas
urbanas (Perú y Colombia), el mercado de las
microfinanzas rurales sigue siendo de escasa
cobertura, si se considera el número de peque-
ños productores de las zonas rurales. Todos
los países analizados muestran que menos del
8% de los hogares accede a financiamiento
agropecuario y rural proveniente de fuentes
formales y públicas. La excepción es Chile que
mantiene una cobertura mayor (23%) debido
a la fuerte presencia de un organismo público
en el financiamiento de primer piso (INDAP).

2. Los bancos comerciales que actúan en el finan-
ciamiento rural, muestran una clara segmentación
y orientación hacia los medianos y grandes pro-
ductores. Las cifras analizadas demuestran que
los bancos siguen siendo los principales
oferentes de recursos financieros formales en
las zonas rurales, sin embargo, la colocación
de créditos está altamente concentrada en un
número reducido de productores. Suponemos
que la mayor parte de ellos se encuentran li-
gados a zonas productivas dinámicas, expor-
tadoras y concentradas geográficamente. La
importancia de los bancos comerciales, en tér-
minos de volumen de financiamiento, está
siendo revisada en aquellos países en donde
se manifiesta un mayor desarrollo de micro-
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de Perú y Colombia permite la existencia de
numerosos proveedores y en variadas formas
jurídicas. Además, los gobiernos de ambos paí-
ses demuestran una voluntad política fuerte
y activa para desarrollar el sector de las
microfinanzas y de las microempresas; tam-
bién en los dos casos la legislación incluye a
las microfinanzas como parte del sistema fi-
nanciero. Los casos de Argentina y de Chile
demuestran que no existe una cultura micro-
financiera, y que se debe actuar en muchos
ámbitos de la legislación y la promoción esta-
tal para un mejor desarrollo de las microfi-
nanzas tanto urbanas como rurales.

6. Los bancos públicos y los programas de primer
piso del Estado contribuyen al financiamiento en
las zonas rurales, pero es necesario revisar su pa-
pel en el desarrollo de las microfinanzas rurales.
Los casos del Banco Agrario de Colombia,
AGROBANCO de Perú, el Programa Social Agro-
pecuario y FONCAP de Argentina, y de INDAP
en Chile, demuestran que los fondos públicos
tienen aún una fuerte presencia en los servi-
cios financieros rurales.

Sin embargo, es necesario indagar con res-
pecto a las subvenciones que los gobiernos
realizan para subsidiar las tasas de interés, la
condonación de créditos, la presencia de altos
niveles de morosidad, etc. Estos elementos
pueden afectar la formación de nuevos pro-
veedores y la sostenibilidad de aquellas insti-
tuciones que operan con fondos propios sin
un respaldo público.

En la mayor parte de los países, las orien-
taciones de políticas sobre desarrollo de micro-
finanzas señalan que los organismos públicos
deberían actuar como promotores de las
microfinanzas a través de la creación de ins-
tancias de segundo piso. Aunque estas reco-
mendaciones pueden diferir en aquellas zonas
en donde el sector público manifiesta mejor
sostenibilidad y se justifica una acción directa
del Estado (es el caso del Banco Agrario de
Colombia). Este punto es uno de los más im-
portantes en el debate sobre un mejor acceso
de las microfinanzas en las zonas rurales. La
discusión y consenso del papel sobre finan-
ciamiento público debe contribuir a generar
sistemas financieros auto-sostenibles en las
zonas rurales.

* Investigador de RIMISP, Ingeniero Comercial y
candidato a Magíster en Economía Agraria. El au-
tor  agradece la valiosa cooperación realizada por
la Fundación Ford, Región Andina y Cono Sur, para
la  elaboración de este artículo, especialmente al Sr.
Jean Paul Lacoste, Oficial del Programa Finanzas
para el Desarrollo.

NOTAS
1 Se calcula que menos del 5% de las microempresas
de América Latina tiene acceso a fuentes institu-
cionales de crédito (Berger, 2000).
2 Aunque es claro que las actividades no agrope-
cuarias en las zonas rurales son de suma impor-
tancia, la producción agrícola aún sigue siendo
relevante y, por lo tanto, las implicaciones que tie-
ne el comportamiento del sector agropecuario en
el análisis de los mercados financieros rurales aún
tiene vigencia. Un debate amplio respecto a la im-
portancia de las actividades no agropecuarias en
las zonas rurales se encuentra en Reardon, et al
(2001).
3 Las causas y consecuencias del subdesarrollo de
los mercados financieros rurales son ampliamente
analizados en una reciente publicación del BID
(Wenner, Alvarado y Galarza 2002).
4 Se considera que una IMF es sostenible, si al me-
nos cumple con los siguientes principios (FIDA,
2003): viabilidad: tener un margen que permita
cubrir los costos; independencia: movilizar los pro-
pios recursos;  autosuficiencia financiera: ser ren-
table y conservar el valor de los recursos; alcance:
ampliar los servicios para los pobres;  impacto: ayu-
dar a los pobres a ayudarse a sí mismos.
5 Algunos investigadores señalan que las microfi-
nanzas rurales requieren de un mayor desarrollo,
comparado con el avance que muestran las zonas
urbanas (Trivelli et al, 2003).
6 Aunque los bancos aquí señalados no son parte
de los proveedores de microfinanzas, se han incor-
porado sus datos para señalar que a pesar de una
alta presencia de proveedores, el volumen de finan-
ciamiento rural aún es controlado por los bancos
comerciales.
7 A diferencia de las CMAC y de las CRAC, las
Edpymes están imposibilitadas para capturar de-
pósitos del público.
8 La población económicamente activa en las zonas
rurales se estima en cuatro millones de personas
(Trejos, 2003).
9 Una de las ventajas que tienen las ONG, respecto
de las instituciones formales de crédito, es el cono-
cimiento  y cercanía que mantienen con sus clien-
tes. Además, muchas de ellas prestan servicios no
financieros como asistencia técnica, lo que las hace
más atractivas para los pequeños productores.
10 La Encuesta Nacional de Hogares Sobre Niveles
de Vida del 2000 (ENNIV - 2000) recoge informa-
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ción de 3,978 hogares de representación nacional.
Según los resultados, en las zonas rurales el 66%
de los hogares se consideran pobres, de los cuales
el 30% son hogares pobres extremos. Además, el
70% de los hogares son  microempresarios según
los criterios de la ENNIV. La población rural de Perú
es de 29 por ciento.
11 La mayor parte de estas instituciones participan
en los instrumentos de articulación financiera de
INDAP.
12 Oficina de Políticas Agrarias, Ministerio de Agri-
cultura.
13 Este monto de financiamiento agropecuario es
superior dentro de los cuatro países analizados.
14 Ver: a) “La Mala Gestión Financiera de INDAP”,
Instituto Libertad y Desarrollo. Temas Públicos Nº
638, 08 de Agosto 2003 Además, b) “La Caja Negra
de INDAP”, La Nación. Martes 27 de mayo de 2003.
15 Se trata de: Créditos para la Producción Regional
Exportable del Consejo Federal de Inversiones;
FONAPyME - Fondo Nacional de Desarrollo para la
MIPyME; Programa Global de Crédito a las Micro y
Pequeña Empresa - MyPEs II; Crédito del Gobierno
Italiano para PyMEs y FONCAP - Fondo de  Capital
Social.
16 La profundidad financiera se mide como la suma
de circulante y los depósitos –lo que se conoce como
M2- sobre el Producto Interno Bruto.
17 En los casos de Perú y Chile, la cartera del crédi-
to agropecuario no supera el 5% de las colocacio-
nes totales del sistema financiero de cada país.
18 El Programa no tiene establecida una población
meta a atender, la determina anualmente en fun-
ción de los  recursos presupuestarios autorizados.
19 En el caso de Colombia, no ha sido posible la cons-
trucción de un cuadro que permita visualizar la
dimensión de las microfinanzas en las zonas rura-
les y que pueda compararse con los demás países.
La información que se analiza corresponde a datos
puntuales obtenidos desde distintas fuentes.
20 Portafolio, agosto 25 de 2003.
21 La superintendencia Bancaria de Colombia y la
Asociación Bancaria, mantienen un interés creciente
que se refleja en la realización de seminarios, publi-
caciones y estudios de microfinanzas en Colombia.
22 Tiempo, lunes 6 de Octubre de 2003. http://
e l t i e m p o . t e r r a . c o m . c o / h i s t _ i m p /
HISTORICO_IMPRESO/econ_hist/2003-10-06/
A R T I C U L O W E B - N O TA _ I N T E R I O R _ H I S T -
1275323.html.
23 El Fondo para el Financiamiento del Sector Agro-
pecuario, FINAGRO, es parte de un esquema de fi-
nanciamiento de segundo piso. Nace por decreto
ley en 1990. Tiene como misión el financiamiento
de las actividades agropecuarias mediante la ca-
nalización y administración de recursos suficien-
tes y oportunos en concordancia con las políticas
del gobierno nacional para contribuir al desarrollo

económico y social del país, en especial del sector
rural.
24 Las ONG más significativas por su importancia
dentro del sector (% de la cartera de microcréditos
de las ONG) son: Fundación W.W.B.- CALI (32%),
Fundación Mundo Mujer –FMM Popayán (17.2%),
FMM Bucaramanga (13.7%), Corporación Mundial
de la Mujer CMM Medellín (6.5%), CMM Medellín
Colombia (WWB Bogotá con 6.6%) y Fundación
Mario Santo Domingo (con 7.6%). En conjunto, es-
tas ONG tienen una cartera de créditos de más de
US$57 millones y controlan más del 80% de la ofer-
ta de microcréditos de ONG Financieras.
25 La Caja Agraria había perdido su sostenibilidad
y no estaba cumpliendo su misión de entrega de
créditos al sector rural. Sólo el 20% de los créditos
eran rurales y presentaban una morosidad de 33%,
además, tenía una alta carga de personal, lo que
afectó su productividad (sobre los 8,000 emplea-
dos) (Restrepo, 2003).
26 Banco de Comercio Exterior de Colombia (BAN-
COLDEX). Esta institución es un organismo de cré-
dito de segundo piso. Inicialmente orientado a
clientes exportadores, desde este año (febrero de
2003) toma un papel relevante en las microfinanzas
al realizarse el traspaso de los activos de la liquida-
ción del Instituto de Fomento Industrial (IFI).
27 Aunque el 86% de los desembolsos del BA están
dirigidos al sector rural y el crédito agrario es el
que pesa más en la cartera, el crédito no agro-pe-
cuario viene creciendo en el último tiempo. Ade-
más, los servicios que más priman en las agencias
rurales son las transferencias por sobre las capta-
ciones (El Tiempo, lunes 6 de Octubre de 2003).
28 http://www.presidencia.gov.co/, Bogotá, 13
mayo (CNE).
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glo XIX y la instalación de las primeras indus-
trias manufactureras en las primeras décadas
del siglo siguiente, éstas se consolidaron como
las capitales y como las ciudades más gran-
des en sus respectivos países, creándose las
bases para la conformación de áreas metropo-
litanas al finalizar el siglo XX.

Por otra parte, estamos ante una situación
peculiar que agrega peso a estas ciudades: son
las principales aglomeraciones urbanas en paí-
ses de limitada extensión territorial. En otros
términos, se podría decir que se trata de ciu-

dades grandes en países
pequeños (Lungo, 2000).
Adicionalmente dentro de
las redes urbanas naciona-
les, estas ciudades presen-
tan índices de primacía
elevados, con la excepción
del caso de Honduras al
existir, además de Teguci-
galpa, otra ciudad impor-
tante, San Pedro Sula.

II. GENERACIÓN
DE RIESGOS EN LAS ÁREAS
METROPOLITANAS

Los riesgos en las áreas
metropolitanas son ante
todo de carácter antró-pi-
co. Lo anterior guarda re-
lación con la escala en el
ámbito territorial, que en
términos económicos ge-

■ ESTUDIOS

Estudio sobre gestión urbana
y los esfuerzos en materia de gestión
del riesgo en áreas metropolitanas

Mario Lungo*

I. LA METROPOLIZACIÓN EN CENTROAMÉRICA

urante la colonia las principales ciu-
dades centroamericanas se localiza-
ron en las zonas interiores del Istmo.
La excepción fue Panamá, construi-

da desde el inicio a la orilla del mar, como un
punto intermedio de comercio hacia América
del Sur. Con la introducción de las economías
cafetaleras durante la segunda mitad del si-
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nera efectos de aglome-
ración y externalidades y
a la vez, potencia la ge-
neración de riesgos. Po-
demos identificar tres
procesos de carácter an-
trópico que están en la
base de este proceso: pri-
mero, la forma en que una
sociedad urbana constru-
ye y ocupa el territorio en
que se asienta su ciudad;
segundo, el tipo de acti-
vidades que la sociedad
realiza en este ámbito te-
rritorial; tercero, las mo-
dalidades y características
de la gestión en el desa-
rrollo del mismo.

Estos procesos se de-
sarrollan interactuando
sobre una importante pro-
porción de la población
que presentan vulnerabi-
lidades de distinto tipo:
pobreza, bajo nivel educa-
tivo, débil organización
social, reducidas capacidades, pocos activos
y acceso a recursos, mismas que constituyen
un obstáculo para la gestión de riesgos (Lungo,
2001a y 2002).

La forma de ocupación territorial conduce
a cuestiones muy debatidas como los niveles
de concentración poblacional, la densificación
en el uso del territorio y la degradación del
medio ambiente urbano. Es necesario, sin em-
bargo, hacer algunas precisiones. La primera
es que la concentración poblacional en una re-
ducida área geográfica no es, siempre, fuente
generadora de riesgos. Hay al respecto mu-
chos ejemplos en el mundo de ciudades con
una alta concentración poblacional que tienen
buenos índices de seguridad. La segunda es
que las políticas de densificación tampoco con-
ducen, ineludiblemente, a vivir en mayores
condiciones de riesgo.

El debate entre las ventajas y desventajas
de la expansión territorial frente a las llama-
das ciudades compactas ha incorporado no
sólo antiguos temas como las deseconomías
urbanas, la segregación social y otros más re-
cientes referidas al medio ambiente, sino que

comienza a abordar las implicaciones referi-
das a la generación de riesgos (Davis, 1999).
Recientemente se ha reavivado la discusión
sobre la compactación de las ciudades en los
países desarrollados a partir de la relación
entre la forma urbana y el desarrollo sostenible
(Jenks y Burguess, 2000). Las formas de pro-
ducción y consumo de energía es una de las
cuestiones fundamentales a incorporar en este
debate. Lo anterior está vinculado al recono-
cimiento de la existencia de una racionalidad
global, derivada de la globalización e integra-
lidad de los problemas ambientales y a la di-
fundida idea según la cual puede deducirse
que entre mayor es una ciudad mayor es su
huella ecológica (Rees, 1992).

La globalización está modificando sustan-
cialmente el paisaje de las ciudades. Basta
mencionar las conocidas tendencias de reloca-
lización de las actividades productivas indus-
triales que han desdibujado la imagen de la
ciudad industrial heredada de los siglos ante-
riores en los países desarrollados, y la transfor-
mación de los antiguos enclaves territoriales
internacionales en los países en desarrollo
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dentro un segmentado y cambiante espectro
de espacios transnacionales dedicados a diver-
sas actividades productivas, dentro y fuera de
los ámbitos urbanos.

Por esta razón las actividades generadoras
de riesgos urbanos no se deben limitar a las
económicas, especialmente las que desarrolla
el sector informal de la economía partiendo
de su carácter poco o nada regulado. La histo-
ria muestra que muchos de los grandes de-
sastres de origen antrópico han tenido su
origen en el mal manejo de instituciones for-
males, tal es el caso de la explosión del gaso-
ducto en Guadalajara en 1992 (Desastres y
Sociedad, 1993).

Ambos procesos, la forma de ocupación te-
rritorial, y el tipo de actividades que realizan
en los ámbitos metropolitanos están ligados
por una compleja red de múltiples conectivi-
dades. Sin embargo esta conectividad com-
pleja entre los distintos procesos que se
desarrollan en una ciudad debe verse a la vez
como generadora de riesgos urbanos pero
también como un factor para reducirlos.

Aquí aparecen con claridad de nuevo los
principales desafíos para avanzar en el cono-
cimiento de la generación de los riesgos urba-
nos: primero, la poca investigación sobre las
particularidades de este tipo de riesgos, al
haber dedicado los esfuerzos principalmente

al estudio de los riesgos en general; segundo,
la necesidad de construcción de indicadores
específicos sobre los riesgos urbanos. Lo an-
terior exige una nueva lectura de los procesos
de urbanización y de los cambios que están
ocurriendo en la economía, la sociedad y el
Estado, tanto a nivel local como nacional e in-
ternacional. Esto nos conduce directamente al
tercer proceso, las modalidades en la gestión
del desarrollo de las ciudades, donde surge la
gestión de los riesgos en las áreas metropo-
litanas.

Recordemos que los riesgos urbanos se
construyen en períodos de tiempo relativa-
mente largos en la historia de las ciudades, los
cuales se suman a los factores que contribu-
yen a esta construcción o a su potenciación.
En las áreas metropolitanas, a este factor de
tiempo hay que sumarle el factor de la escala
geográfica y la complejidad y heterogenei-
dad de la institucionalidad responsable del de-
sarrollo urbano de este tipo de ciudades, lo
que introduce nuevas determinaciones y adi-
cionales vínculos al proceso de generación de
riesgos, que van más allá de las visiones que
limitan la dimensión territorial para insertar
la ciudad en su ámbito regional.

Para analizar la combinación de procesos
y factores mencionados se propone la utiliza-
ción de la siguiente matriz:
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Una gestión de tipo integral implica una
integración de estos procesos. En los pocos
casos en que se ha comenzado a incorporar la
gestión de riesgos en el desarrollo de las ciu-
dades los esfuerzos se segmentan entre estos
cuatro procesos. Podríamos plantear que don-
de se ha avanzado más es quizá en el campo
de la regulación (por ejemplo introduciendo
normativas relativas a la construcción en las
llamadas zonas de riesgo).

Dada la disociación imperante entre estos
cuatro procesos, lo que está relacionado a la
forma en que está estructurado el aparato gu-
bernamental y a la manera en que se formu-
lan las políticas públicas, pareciera difícil que
la introducción de la gestión de riesgo pueda
hacerse de forma integrada.

En el caso de las ciudades centroamerica-
nas, donde la planificación es muy débil, el
marco regulatorio generalmente obsoleto, y la
institucionalidad administradora del desarro-
llo urbano contradictoria y descoordinada,
podría existir la tentación de que el énfasis
debería estar en introducir la gestión de ries-
gos en los procesos de inversión. Esto no es,
sin embargo, tan simple. Sin un marco regula-
torio moderno que combine adecuadamente
normas e incentivos es difícil incidir positiva-
mente en los procesos de inversión.

A esta dispersión institucional en las polí-
ticas públicas se suma la insuficiencia del aná-
lisis y de la información que responden a estas

III. LA CONSTRUCCIÓN DE INDICADORES
DE RIESGO METROPOLITANOS

Solamente con una visión integral y combi-
nándola con indicadores dinámicos, datos
genéricos como los que muestran por ejem-
plo que en los últimos 30 años el área urbani-
zada del Área Metropolitana de San Salvador
ha duplicado su extensión, o que el 70% del
caudal de aguas negras se vierte a las quebra-
das o ríos, adquieren un sentido para el análi-
sis de la gestión de riesgos. Con la finalidad
de avanzar en este camino se proponen indi-
cadores que podrían ser construidos a partir
de la matriz anterior.

El análisis de indicadores dinámicos, com-
binados con otros que captan aspectos claves
en un momento dado, posibilita visualizar la
generación de riesgos urbanos, al combinar
procesos que los incrementan con procesos
que los reducen y observar la evolución de la
“capacidad de soporte de riesgos” para una
determinada aglomeración urbana.

IV. INCORPORACIÓN DE LOS RIESGOS EN LA
GESTIÓN DEL DESARROLLO METROPOLITANO

La gestión del desarrollo de toda ciudad im-
plica cuatro procesos íntimamente ligados: la
planificación urbana, la regulación urbana, la
administración urbana, la inversión urbana
(tanto pública como privada).
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visiones fragmentadas, la complejidad y difi-
cultad adicional inherente a la escala metro-
politana de los procesos y la necesidad de dar
un giro radical en las formas de participación
social de esta problemática. Ya no se trata de
promover y organizar esta participación en los
momentos de recuperación y prevención, sino
de ampliarla al análisis e intervención de los
procesos generadores de los riesgos.

Al examinar los planes de desarrollo urba-
no y los marcos regulatorios vigentes en las
ciudades centroamericanas, es visible que la
problemática ambiental se ha ido incorporan-
do poco a poco. En muchos países existen le-
yes del medio ambiente y la normativa sobre

usos del suelo que han introducido restriccio-
nes de diverso tipo. En casi todos los proyec-
tos importantes se requiere de estudios de
impacto ambiental. No obstante estos avan-
ces se dan en un contexto legal plagado de
numerosas contradicciones y superposiciones.
Uno de los mayores problemas a nivel gene-
ral es el de las competencias entre las distintas
instituciones, centrales y locales, responsables
del ordenamiento territorial, lo que se com-
plica al agregarse la dimensión de la gestión
de riesgos por la multidimensionalidad e inter-
conectividad de los procesos.

Surge entonces la tentación, como ha ocu-
rrido con la problemática medioambiental, de
intentar que la gestión de riesgos contribuya
a la integración de funciones e instituciones
dispersas, peligro sobre el que queremos lla-
mar la atención para no pretender llevar la
gestión de riesgos más allá de sus posibilida-
des de incidencia real. Hasta el momento la
problemática del riesgo en las ciudades se si-
gue abordando, mayoritariamente, desde una
perspectiva sectorial y con un sesgo ambien-
tal conservacionista, por lo que, sin desvincu-
larla del medio ambiente, hay que mantenerle
su especificidad.

Pareciera obvio que los mayores esfuerzos
analíticos y de formulación de política deben

orientarse a la gestión urbana. Al respecto
planteamos las siguientes ideas para avanzar
en este recorrido: primero, se debe caminar
hacia la inserción de la gestión de riesgos en
la gestión urbana; segundo, los ejes de trabajo
específicos a priorizar son la incorporación de
la gestión, los riesgos a la planificación y al
marco regulatorio urbanos, y la promoción de
la participación de los distintos actores; terce-
ro, especial atención hay que brindar a la re-
gulación del uso de la tierra.

Se abre aquí otro desafío: ¿como impulsar
una real y factible participación en procesos
de extrema complejidad y en los que subyacen
múltiples intereses? La respuesta no es fácil

ni única, y trasciende la experiencia adquiri-
da al nivel de las pequeñas comunidades en
términos de prevención y recuperación.

V. LA GESTIÓN DE RIESGOS EN EL ÁREA
METROPOLITANA DE SAN SALVADOR (AMSS)

Sobre el Área Metropolitana de San Salvador
existe información dispersa; desactualizada
en términos de la estructura social y los cam-
bios territoriales; insuficiente en torno a los
procesos económicos; fragmentada en lo que
respecta a los procesos ambientales. En los úl-
timos años se ha avanzado en varios aspectos
tratando de utilizar enfoques más integrales
(Viceministerio de Vivienda y Desarrollo Ur-
bano, 1997; PRISMA, 1997; OPAMSS, 2000; Cuer-
vo, 2002), pero este trabajo es claramente aún
insuficiente. No obstante, una observación
preliminar permite afirmar que:

• Primero, ha ocurrido, durante los últimos
diez años, una profunda alteración de la
geografía y la ecología; esto puede com-
probarse al ver la evolución de la relación
entre el área impermeabilizada y el área ur-
banizada así como en el porcentaje y ca-
racterísticas de las áreas de corte y relleno
para construir urbanizaciones e infraes-
tructura vial.
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• Segundo, la cobertura y la calidad de las
redes de drenaje de aguas lluvias y aguas
negras es claramente insuficiente al no ha-
ber habido inversiones suficientes en su ex-
pansión, sustitución y mantenimiento
(Lotti, 2001; Huet, 1999).

• Tercero, en términos de tecnologías de ur-
banización y construcción se evidencia un
claro retraso y obsolescencia.

• Cuarto, el control de las diferentes activi-
dades urbanas es menor en muchos aspec-
tos debido a la desregulación de muchos
procesos impuesta por las políticas de cre-
cimiento económico.

• Quinto, la gestión del desarrollo del Área
Metropolitana, a pesar de la Ley que crea
el Consejo de Alcaldes y la Oficina de Pla-
nificación del Área Metropolitana de San
Salvador (COAMSS y OPAMSS), sigue siendo
débil; la reversión de esta situación se en-
frenta a los procesos de reducción del Es-
tado y privatización.

Los problemas acumulados durante las
décadas anteriores, los cambios ocurridos du-
rante los últimos diez años y los proyectos de
infraestructura actual, tienden a disminuir la
capacidad de soporte de riesgos del Área Me-
tropolitana en San Salvador. Ante esta situa-
ción, la Oficina de Planificación del Área
Metropolitana San Salvador (OPAMSS), entidad
de apoyo técnico del Consejo de Alcaldes del
Área Metropolitana de San Salvador (COAMSS),
en lo que respecta a la gestión de riesgos, ha
llevado a cabo y desarrolla, los cuatro planes
siguientes:

1. Delimitación de las zonas de máxima protección
y desarrollo restringido en el AMSS
La cual se definió, en colaboración con los dis-
tintos municipios a partir de la propuesta ela-
borada por el Plan de Desarrollo del Área
Metropolitana de San Salvador (PLAMDUR), y

lo que ha permitido a la OPAMSS la regulación
de nuevas construcciones y la legalización de
las urbanizaciones ilegales incorporando cri-
terios de gestión de riesgos.

2. Plan Maestro para el manejo regional de resi-
duos sólidos en el AMSS
El cual fue formulado en un proyecto asocia-
do entre la OPAMSS y la Agencia  Japonesa para
la Cooperación Internacional (JICA). Esta es-
trategia, actualmente en implementación, ha
permitido reducir los riesgos urbanos gene-
rados por la recolección, tratamiento y dispo-
sición final de los desechos sólidos en el AMSS,
y constituye un complemento clave para el
funcionamiento del relleno sanitario de Neja-
pa, único en su género en Centroamérica. La
gestión ambiental urbana y los esfuerzos en
materia de gestión del riesgo en áreas Metro-
politanas.

3. Plan Maestro de drenajes del AMSS
La insuficiencia y obsolescencia de las redes
de drenaje de las aguas lluvias y las aguas
negras en el AMSS constituyen, desde hace
años, una de las fuentes generadoras de ries-
gos más importantes en el AMSS. Las frecuen-
tes inundaciones durante el período de lluvia
y los derrumbes y deslizamientos asociados,
causan muertos y pérdidas materiales que
afectan las condiciones de vida de la población
más pobre y la competitividad de la ciudad.
OPAMSS está elaborando, con la cooperación
de la Agencia Sueca para la Cooperación In-
ternacional (ASDI), el Plan Maestro de Drena-
jes del AMSS, cuyos componentes son los
siguientes: análisis de las competencias ins-
titucionales en este sector; formulación de un
programa de obras prioritarias a ejecutar y fi-
nanciamiento del sector. Adicionalmente a lo
largo de la elaboración del Plan Maestro, se
procede a una intensa capacitación de perso-
nal de la OPAMSS en este campo.
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4. Microzonificación de zonas de riesgo y regula-
ción del uso del suelo urbanizable
El AMSS se encuentra en una zona donde ocu-
rren frecuentes terremotos. Aunque en 1996
la Presidencia de la República emitió un de-
creto que aprueba el actual Reglamento Sís-
mico, los terremotos del 2001 mostraron que
era necesario además contar con una micro-
zonificación sísmica del Área Metropolitana,
dada su extensión territorial y las diferentes
condiciones del suelo. La OPAMSS, junto con
el Viceministerio de Vivienda y Desarrollo
Urbano, solicitó apoyo a JICA para elaborar
esta zonificación. Paralelamente, OPAMSS ha
obtenido apoyo del BID para realizar un estu-
dio sobre las tendencias de cambio del uso del
suelo en las zonas urbanizadas y urbanizables
del AMSS. Ambas acciones tienen por objetivo
la reducción de riesgos relacionados con el tipo
de edificaciones y las tecnologías constructi-
vas, dada la importancia de las amenazas de
este tipo y el alto grado de vulnerabilidad exis-
tente.

* Profesor de la Universidad Centroamericana José
Simeón Cañas, El Salvador.
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■ RESUMEN ECONÓMICO

Pronósticos en perspectiva
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Manuel F. Zárate P.

INTRODUCCIÓN

uando se analiza la situación climá-
tica de tierra firme en Panamá, país
situado en la Zona de Convergencia
Intertropical, se aprecia claramente

la importancia estratégica que tiene el agua
como recurso. Y es que particularmente, su
condición orográfica así como su orientación
de la cordillera y singularidad climática ha-
cen que sobre su extensión se derramen
223.700.000.000 m3/año de agua pluvial. Esto
brinda un potencial per cápita de 57.300 m3/
hab/año de aguas escurridas,1 en sus 52 cuen-
cas, de las cuales se usan solamente en la ac-
tualidad 768 m3/hab/año, descontado el uso
por el Canal de Panamá.

Del total de las aguas derramadas sobre el
territorio nacional, un 3.8% se precipita sobre
la llamada Región Oriental de la Cuenca del
Canal de Panamá, cuenca tradicional que abar-
ca 3.315 km2 de tierra continental, para llenar
los 423 km2 de espejo lacustre del embalse
Gatún. A su vez la adición a la cuenca hidro-
gráfica del nuevo territorio llamado Región
Occidental de la Cuenca del Canal de Pana-
má, eleva la extensión bajo administración de
la Autoridad del Canal de Panamá (ACP) a
5.527 km2, o sea un 6.8% del territorio istmeño,
ampliando su dominio sobre el patrimonio
hídrico nacional.

Del potencial per cápita anual de las aguas
escurridas, la nación panameña usa hoy úni-

camente el 3.5%, incluido el Canal de Pana-
má. Fuera del canal nuestra sociedad utiliza
un 1.34% del potencial descrito, con uno de
los consumos domésticos per cápita más altos
de América Latina: 444 l/día, cuando el pro-
medio continental es de 300 l/día. En otros
usos productivos los índices revelan el bajo
desarrollo en materia de agua: de las tierras
irrigables del territorio nacional sólo un 38%
está bajo riego superficial2 (corresponden más
que todo a las explotaciones de banano, caña
de azúcar y arroz); y de un potencial hidro-
energético estimado en unos 14.000 GWH sólo
hay capacidad instalada para la explotación
del 17 por ciento.3

El conjunto de operaciones de la Autori-
dad del Canal de Panamá, de tránsito de bar-
cos, generación hidroenergética y suministro
de agua a la población metropolitana suma
actualmente un consumo de 6.443.511.904 m3/
año de agua, cantidad que significaría un to-
tal de B/ 64.435.119,00 si se le pusiera valor al
líquido en su cauce natural, por ejemplo de
B/.0,01 el m3, y que no se paga.4

La sola operación del canal destinada al
transporte de barcos consume hoy día un total
de 3.737.236.904 m3/año de agua en prome-
dio, representando un uso per cápita equiva-
lente a 1.245 m3/hab/año; esto es un 62% más
que todo el uso per cápita del resto del país.
No obstante si se revisan las estadísticas eco-
nómicas del Producto Interno Bruto (PIB), se
observará que un 37.7% está vinculado direc-
tamente al uso productivo del agua; y que
siendo la empresa del canal el más grande

■ PERFILES TERRITORIALES DE LATINOAMÉRICA

El agua y el desarrollo del Canal
de Panamá
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usuario del líquido, sólo contribuye con un
14.9% a esa cantidad (cifras del 2003).

Esto nos pone frente a una primera in-
congruencia entre la obra interoceánica y la
nación panameña: la sociedad hidráulica im-
puesta a Panamá con el canal, no se realiza
para promover la transformación socioeco-
nómica nacional, como sería por ejemplo la
formación de un nuevo régimen agrario
avanzado. “El agua de la vía acuática senci-
llamente se administra para incrementar la
rentabilidad de la mercancía producida y
transportada del mundo industrializado, me-
diante la reducción de sus tiempos de retor-
no, pero no para intensificar la rentabilidad
de la tierra, elevando la producción agrícola a
sistemas simplificados y de escala”.5 Dicho de
otra manera, se realizó un orden ecológico sim-
plificado en el agua para el monocultivo del
servicio interoceánico de transporte acuático;
y la consecuencia es que el país que se hereda
91 años después de construida la obra, sigue
siendo el país de una sociedad pluvioagrícola,
atravesado de Norte a Sur por una sociedad
hidráulica con la más alta tecnología pero se-
gregada de la nación.6 Y nada indica que haya
en nuestras élites políticas gubernamentales
una visión para revertir la caducidad de este
fenómeno.

I. EL PROBLEMA DEL VALOR DEL AGUA

Las cifras expuestas sobre las existencias y
potencialidades del recurso hídrico ponen a
cualquier buen observador en el camino de
afirmar, que uno de los requisitos fundamen-
tales de nuestra economía es incorporar el
valor del agua a la visión del desarrollo, como
recurso natural estratégico del país. Sin em-
bargo, a estas alturas no hay una política ac-
tualizada sobre este componente y menos un
diseño científico de su valor que permita
dimensionarlo como activo económico en la
contabilidad ambiental de la nación.

El agua en términos de recurso tiene tres
escenarios que interactúan simultáneamente
en la asignación de valor: el natural (valor di-
ferencial), el social (valor de uso) y el de mer-
cado (valor de cambio). Estos escenarios han
permitido establecer un modelo para el dise-
ño del valor, que integra cuatro componentes
de análisis: el de uso directo, el de uso indi-

recto, el de uso potencial y el coste de existen-
cia. Veamos lo que significan.

Uso directo: Este valor está determinado por
la inversión directa de medios y recursos para
el uso del agua. Su magnitud está determina-
da por la infraestructura tecnológica de ope-
raciones y el trabajo socialmente necesario
para la producción y reproducción del servi-
cio; pero también por los valores de los re-
cursos naturales perdidos en razón de las
necesidades infraestructurales de funciona-
miento del complejo (tierras fértiles, biomasa,
recursos minerales, etc.), los cuales deben ser
cubiertos en forma de compensaciones al mo-
mento de la inversión.

Uso indirecto: Son valores existentes, que se
ponen de relieve con el nuevo uso que tendrá
el agua natural. Tienen dos orígenes: a) valo-
res de uso que se pierden con la nueva activi-
dad (transporte, pesca, uso doméstico), b)
beneficios ganados en forma de ahorros por
la obra proyectada, por las ventajas compara-
tivas y competitivas del drenaje natural a uti-
lizarse (ubicación geográfica, facilidades de
acceso para el servicio que se instala).

Uso potencial: Son valores que equivalen a
la pérdida de oportunidades por otros usua-
rios, al ponerse en función el nuevo uso. Están
vinculados fundamentalmente a la cantidad
y calidad del agua, que debido a su uso por el
proyecto programado, elimina otras posibili-
dades viables. En este renglón entra a jugar
en gran medida, la pregunta ¿agua para qué?
pues el tipo y objeto del uso limita o elimina
otras oportunidades.

Coste de existencia: Son los valores corres-
pondientes a los costes ambientales para ga-
rantizar el sostenimiento de los ecosistemas
(se incluye la internalización del gasto ambien-
tal de las aguas residuales de la operación, a
lo cual está obligado el que contamina).

Si se analiza la distribución del presupues-
to de gastos que maneja la ACP, puede obser-
varse lo siguiente: El valor de uso directo está
incorporado en el rubro de gastos, en lo que
concierne a la operación estricta del complejo
hidráulico. Sin embargo es conocido que nun-
ca se ha realizado un avalúo de los recursos
naturales perdidos, como son la biomasa, los
recursos minerales del subsuelo y los suelos
productivos del valle del Chagres, hoy inun-
dados. ¿Cuánto vale lo perdido, qué de esto



Territorio y Economía ■  47

se compensó y cómo se compensó? son pre-
guntas difíciles de responder, pero que nece-
sitan una respuesta.

Ningún rubro incorpora gastos por los va-
lores indirectos de uso, como es por ejemplo
el correspondiente al ahorro generado por la
ventaja comparativa de un medio geográfico,
que el estrecho paso de apenas 81.6 km de lon-
gitud entre dos océanos estratégicos, con una
altura máxima de 102m en la división conti-
nental7 permite correr un caudal hídrico igual
al de los largos ríos de América.8

El gasto no incorpora el equivalente en
pérdidas de oportunidades. Es decir que no
cubre el valor del agua en sus rasgos intrínse-
cos como materia prima; esto es el agua natu-
ral del Chagres y sus tributarios en las puertas
de entrada a los embalses, donde se inicia el
proceso de la producción ampliada. No se
paga así la cantidad y calidad del agua que el
río Chagres garantiza en excelentes condicio-
nes y que deja de utilizarse en otras activida-
des, debido a las exigencias del tránsito de los
barcos.

Por último, el presupuesto incluye un ítem
que se destina a los “planes de sostenibilidad”
de la cuenca, difícil de evaluar en su come-
tido, pero que puede asimilarse como parte
fundamental del “coste de existencia”. Sin em-
bargo, el agua usada por la operación no es
recuperada en su calidad y hay muestras no-
torias de que la intensa travesía de los barcos
y los trabajos realizados en las orillas de la vía
la contamina, incrementando la tasa normal
de contaminantes sobre las aguas costeras.

Cuando se presenta el balance financiero
de ingresos/egresos de la ACP generados por
su actividad productiva, se observa siempre
que al final existe un excedente. Por lo descri-
to debe quedar claro entonces que este exce-
dente no es exacto, toda vez que el ingreso
bruto no está cubriendo el costo integral del
recurso hídrico usado.

Vale analizar por otro lado, la relación de
los ingresos con respecto al agua consumida.
Tomando por ejemplo el año 2003, el ingreso
en peajes presentado por la ACP es de B/
665.967.000,00, con un consumo de agua de
3.737.236.904 m3/año en materia de operación.
Lo que quiere decir que el servicio de traslado
de los barcos por el Canal pagó a B/ 0,178 el
m3 de agua, cuando el de agua potabilizada lo

vende la propia ACP a B/ 0,183 el m3. A su
vez, el consumo por generación hidroeléctri-
ca fue de 1.739.748.214 m3/año, generando un
ingreso de B/ 26.541.000,00, lo que significa
un pago de B/ 0,015 por m3 del líquido; y la
venta de agua urbana consumió 386.610.714
m3, para un ingreso de B/ 17.624.000,00, re-
sultando el pago a B/ 0.045 el m3.

Integrando los tres ítems, más otros servi-
cios colaterales relacionados con el tránsito
acuático, el agua administrada por la ACP pagó
a la empresa por su uso un aproximado de B/
0,14 el m3, sin cubrir el costo de la materia pri-
ma como patrimonio natural de la nación. Sin
embargo hoy día los consumidores urbanos
panameños pagan el agua de consumo a B/
0,20 el m3 (incluyendo un precio por la mate-
ria prima); en países como Brasil se paga a B/
0,40 el m3 y en general, el promedio mundial
fluctúa entre US $0,20 y US $0,54 el m3. Así
llegamos a la segunda incongruencia: aún sin
retribuir el agua natural primaria pertenecien-
te a la nación panameña, los servicios por agua
que brinda la ACP, con todo el valor que agre-
ga a la mercancía de los barcos al pasar por el
canal, pagan menos por el uso del agua que lo
que paga un consumidor humano residente
en cualquier parte del mundo (si bien recono-
cemos que el valor considerado para el con-
sumidor urbano es el de agua tratada).

Estos son algunos elementos de juicio que
nos llevan a concluir, que hasta que no se haga
un estudio adecuado del valor del agua de la
Cuenca del Canal de Panamá y con ello del
costo real del metro cúbico vertido al mar, so-
bre la base de parámetros técnicos actualiza-
dos y científicos trazados por una política
renovada del recurso hídrico nacional, no po-
demos hablar a ciencia cierta de la competiti-
vidad efectiva o no de nuestro canal y menos
aún, de su ampliación; pues ésta no hará más
que multiplicar cualquier incompetencia exis-
tente sobre el tema.

II. EL AGUA Y EL PEAJE
DEL CANAL DE PANAMÁ

El agua natural del río Chagres es el nexo fun-
damental que vincula el complejo productivo
interoceánico a la nación panameña; pues sin
este recurso no habría canal. En términos del
intercambio de materia y energía entre siste-
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mas abiertos, se diría que el canal almacena
en sus lagos materia prima hídrica, de la cual
extrae energía para la travesía de los barcos y
la generación eléctrica así como masa para el
consumo humano. La acumulación en los la-
gos de la energía potencial, propia de la cota
de altura del cauce del recurso y de la masa
líquida, es transformada en energía cinética
por el trabajo, la cual se transfiere a los barcos
y turbinas generadoras de electricidad; y es
esta energía la que agrega valor a la mercan-
cía internacional transportada, valor que para
el caso del transporte marítimo se redime fue-
ra de nuestro territorio. La extracción de la
masa, para consumo humano (el menor con-
sumo) redime su valor en Panamá.

No obstante, cuando se estudia la forma
como se construye el “peaje” pagado por las
navieras, por ningún lado se encuentra la va-
riable “agua”; el concepto utilizado depende
en estricto sentido de las variables volumé-
tricas y peso de carga de los barcos, eliminan-
do de su ecuación la materia que hace posible
el traslado de mar a mar y ocultando con ésta
valores, muy probablemente no pagados, que
constituyen un patrimonio inalienable de la
nación.9 En esencia el “peaje” es un “derecho
de vía”, no de “aguas”; algo muy bien utiliza-
do en el Canal de Suez donde el agua que hace
posible el traslado de los barcos es “agua azul”,
de origen internacional, y no “agua dulce”, un
recurso originado en el territorio continental
y delimitado como hacienda nacional por las
fronteras políticas de los Estados. Estados
Unidos también tuvo buena lógica al utilizar
el concepto de peaje durante su gestión colo-
nial, porque ellos cobraban por lo que inver-
tían y les pertenecía la vía, no el agua. El agua
nunca les perteneció, pero siempre la obtuvie-
ron gratuitamente.

Entonces la función del agua, vínculo prin-
cipal económico entre la nación y el complejo
acuático interoceánico no ha jugado, ni juega
aún en la actualidad su papel integral como
factor estratégico del desarrollo istmeño: otra
gran incongruencia heredada de la relación
colonial. Y esto es así primeramente porque
no se retribuye a la sociedad nacional la parte
de su valor diferencial como recurso natural;
pero además porque su valor agregado es
transferido a la mercancía de paso por vía del
barco y se realiza fuera de nuestras fronteras,

llenando en especial las arcas de los países
industrializados.10

III. CONCLUSIONES

Una visión congruente con el concepto de “de-
sarrollo del canal” –en lugar de la considera-
ción reduccionista de “ampliación del canal”–
exige necesariamente cambios profundos en
el carácter de los nexos entre la vía inter-
oceánica y la nación panameña, por lo que el
Estado Nacional debe girar en su organización
y contenido con vías a armonizar la contra-
dicción heredada entre el país sustentable y
el país insustentable dejado por el dominio
colonial canalero, y el agua debe asumir un
nuevo papel en lo social y económico, trans-
formándose en un factor dinámico del desa-
rrollo. Esto nos pone frente a nuevos retos y
tareas fundamentales de forzoso cumplimien-
to. A nuestro juicio hay cuatro puntos inelu-
dibles para este propósito.

Debe ordenarse una nueva instituciona-
lidad del Estado que garantice a lo largo y
ancho del país la dirección y gestión demo-
crática, participativa y pluralista del recurso
hídrico nacional. La gestión del agua pasa por
la gestión de sus conflictos, construyendo con-
sensos. No habrán soluciones estables si éstas
no responden a una gestión estatal de base,
capaz de construir convergencias desde las
posiciones divergentes sostenidas por los di-
versos intereses involucrados en tal conflicto;
lo que significa poner también sobre el esce-
nario político y social nuevos y legítimos
liderazgos comprometidos con la transforma-
ción nacional.

El desarrollo del canal debe responder a un
plan nacional de desarrollo (y no lo contra-
rio), que al recoger auténticamente el interés
nacional incorpore a las aguas de la nación,
dulces y azules, como un recurso natural es-
tratégico. En particular sus lineamientos deben
considerar una legítima estrategia marítima
nacional.

Debe elaborarse a la mayor prontitud una
política nacional para la dirección y gestión
del recurso hídrico, que contemple la soste-
nibilidad ambiental del desarrollo y el valor
del agua en su integralidad. Actualmente el
usuario del agua paga un canon establecido
en B/ 0,00001 por m3 de líquido bruto, indis-
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tintamente del tipo de uso (energético, riego,
consumo humano, acuicultura); es decir que
paga por el uso una “prestación pecuniaria”
al Estado, para gravar de alguna manera su
concesión, y no el valor –para este caso dife-
rencial– del recurso. No obstante, así de pe-
queña sea la cantidad, un industrial nacional
paga por el agua, la ACP no paga.

Se debe revisar el Artículo 316 de la Cons-
titución Nacional, que otorga a la ACP la total
responsabilidad sobre el uso de los recursos
hídricos de la cuenca, constituidos por “el
agua de los lagos y sus corrientes tributarias”,
responsabilidad extendida a los ríos Coclé del
Norte, Indio y Caño Sucio por la ampliación
de la cuenca hidrográfica. Al respecto debe
tenerse sumo cuidado de garantizar plena-
mente la soberanía nacional y popular sobre
las aguas dulces del país y en particular sobre
los drenajes naturales tributarios de la cuenca
hidrográfica canalera. Advertimos que la com-
posición y estructura que conforman la Junta
Directiva de la ACP por mandato constitucio-
nal, presentan el riesgo de que once personas,
enmarcadas en un Estado Nacional claramen-
te de corte oligárquico, decidan sobre las
aguas, que son patrimonio de la nación y re-
gresemos a los patrones coloniales de despo-
jo del recurso.

1 Las Antillas disponen de 2.600 m3/hab/año,
Suramérica de 37.000 m3/hab/año y Norteaméri-
ca de 17.000 m3/hab/año en promedio.
2 Ver “Marco Conceptual de la Política Nacional de
Recursos Hídricos”. ANAM – Arden & Price Con-
sulting.
3 Cifra correspondiente al año 2000 e incrementada
actualmente por el funcionamiento de Estí y la ter-
cera turbina de la Central Bayano.
4 Este es un valor que podría presumirse de acepta-
ble de acuerdo a algunos parámetros existentes en
América Latina. La propia ACP cobra a comercian-
tes e industriales la tarifa de B/.0,025 el m3, por

extracción de agua natural en las fuentes bajo su
jurisdicción.
5 Zárate Manuel. “El Agua, el Canal de Panamá y
la coyuntura estratégica nacional”, Revista “Archi-
piélago” Nº 40, pág. 23, publicación del Centro de
Investigaciones Interdisciplinarias en Ciencias y
Humanidades de la Universidad Autónoma de
México.
6 Kart Wittfogel, en “Las Civilizaciones Hidráuli-
cas”, establece una correspondencia entre el domi-
nio del hombre sobre el agua y el ordenamiento
político social de nuestras sociedades. Así habla del
orden político social que se corresponde con las
economías agrarias de la pluviagricultura (lo que
muchos conocemos como agricultura de secano),
de la hidroagricultura, o uso de la irrigación tem-
poral en pequeña escala y de la agricultura hidráu-
lica, basada en el manejo de fuentes sustanciales
de abastecimiento de agua, lo que a su juicio pro-
dujo la creación de civilizaciones llamadas “hidráu-
licas” en nuestra historia.
7 El Corte de Culebra, de 14,5 km de largo, rompe
la División Continental de nuestra región central
por una garganta ubicada entre el Cerro de Oro (200
msnm) y el Cerro Contratista (125 msnm).
8 El río Chagres marca un caudal promedio anual
de 162 m3/s.
9 La fórmula del sistema universal de arqueo no
permite desentrañar con exactitud la relación real
entre las aguas dulces usadas y vertidas al mar y el
agua desplazada por las variables de volumen (tipo
de buque) y peso de carga del barco. Hay que con-
siderar que el volumen de agua utilizado por una
esclusa es constante, cualquiera que sea el volumen
o peso del barco en tránsito; o sea que el desplaza-
miento de agua por el barco no es igual al volumen
utilizado en la operación de tránsito, lo que impli-
caría la necesidad de algunos factores de ajuste en
esta relación.
10 De las 12 rutas marítimas internacionales que
pasan por el Canal, 5 son de intercambio princi-
palmente entre países desarrollados y engloban
el 54.1% de la carga movilizada por la vía, y cua-
tro sirven para el acopio, por parte de los países
desarrollados, de materias primas y alimentos pro-
venientes de países en vías de desarrollo, concen-
trando un 15.4% de la carga transportada.
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¿De la Centroamérica oficial,
según los acuerdos de integra-
ción regional? entonces habría
que agregar a Panamá, Belice y,
más recientemente, República
Dominicana. ¿De la Centroa-
mérica cultural? entonces habría
que desgajar todo el Caribe Cen-
troamericano y quedarnos con el
litoral Pacífico, donde se asienta
la mayoría de la población y la
producción del Istmo. ¿De la
Centroamérica definida desde
fuera? entonces nos quedamos
con los cinco países que van des-
de Guatemala a Costa Rica. ¿De
cuál Centroamérica estamos ha-
blando cuando nos formulamos
las preguntas que me fueron
planteadas en la invitación a esta
reunión?

Los centroamericanos no te-
nemos una respuesta única a es-
tas cuestiones. Ya no hacemos
guerras en nombre de la (re)cons-
titución centroamericana, como
las que solíamos inventar en la
segunda mitad del siglo XIX,
pero tampoco tenemos una idea
necesariamente más precisa de lo
que “Centroamérica es o debe
ser”. De hecho, no existe una vi-
sión de Centroamérica sino múl-
tiples visiones de lo regional,
desde los herederos del federa-
lismo centroamericano, pasando
por los pragmáticos, según los
cuáles la única Centroamérica

Jorge Vargas Cullell*

Cómo afecta la globaliza-
ción1 a Centroamérica? otra
manera de plantear esta

cuestión sería ¿y qué oportunida-
des tiene Centroamérica dentro
del proceso de globalización? y,
como corolario, una segunda in-
terrogante: ¿Cómo se ve desde
Centroamérica este proceso?

Antes de responder estas pre-
guntas, deseo tratar un asunto
previo, ¿qué es “eso” que deno-
minamos Centroamérica? Y es
que, de tratarse el tema con cier-
to descuido, podríamos suponer
que Centroamérica existe, y que
existe, en un sentido ontológico.
Claro está que los centroameri-
canos tenemos una idea difusa de
que, por cierto, algo parecido a
una entidad mayor debe existir,
aunque no lo podamos definir
con precisión. Como me dijo un
destacado intelectual nicara-
güense: “Centroamérica es esa
faja de tierra apretujada por dos
mares, la conciencia de que no
tenemos adonde ir y que a nadie
le importa”. Pero también es cier-
to que, una vez que decimos que
Centroamérica existe, caemos en
un juego de espejos. ¿Y de cuál
Centroamérica hablamos? ¿De la
Centroamérica histórica? enton-
ces, habría que agregar Chiapas
y Soconusco y sacar a Panamá.

que existe es la Centroamérica
posible, la que se plasma en con-
venios de integración regional, y
terminando con quienes postu-
lan que Centroamérica no existe
todavía por ejemplo, como lo ex-
presó con claridad un destacado
intelectual maya: “Qué me viene
usted a hablar de Centroamérica
a mí, si ahora lo que estamos de-
cidiendo es si somos o no, y có-
mo, guatemaltecos”.

La incapacidad para encon-
trar un punto de encuentro entre
estas visiones dispares, que son
como paralelas imaginarias, es
una de las razones que explican
las debilidades y el comporta-
miento pendular pero histórica-
mente recurrente de la integración
centroamericana; a décadas mar-
cadamente pro-integracionistas
les siguen décadas de vocación
anti-integracionista. No tengo
tiempo de ahondar en esto, pero
digamos que la primera década
del siglo XXI pareciera corres-
ponder a la fase involutiva,  esa
diáspora cíclica que nos agita a
los habitantes de ese Istmo tan
complicado de definir.

Este introito me sirve para
plantear mi visión sobre Centroa-
mérica y para, desde allí, contes-
tar las preguntas que los amigos
de CEPAL amablemente me plan-
tearon. Para mí Centroamérica
no es una región entendiendo
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por ello un espacio organizado
territorial y funcionalmente por
un patrón compartido de relacio-
nes sociales, económicas y polí-
ticas. A pesar de los múltiples
puntos en común y un legado
histórico que nos acerca más en-
tre nosotros que a cualquier otra
entidad, el Istmo está fracturado
en tres bloques subregionales, re-
lativamente desarticulados entre
sí. La magnitud de las brechas
entre estos bloques son, hoy por
hoy, lo suficientemente profundas
como para constituir barreras
formidables para la conforma-
ción de un espacio regional, en
el sentido que anteriormente le
he dado a este término.

El primer bloque (Bloque A)
está localizado en la angosta fran-
ja sur de Centroamérica, en Cos-
ta Rica y Panamá. Es la zona
menos poblada del Istmo, pues
sólo el 19% de la población resi-
de ahí. Sin embargo, produce el
40% de la producción centroame-
ricana y genera más del 50% de
las exportaciones. En esta zona se
asientan las economías más de-
sarrolladas del Istmo y las que,
en general, han creado econo-
mías de servicios. Son economías
muy abiertas para las cuales
Centroamérica es un destino se-
cundario, aunque con importan-
tes matices entre Costa Rica y
Panamá. Al mismo tiempo, es el
territorio en donde se ha alcan-
zado el mayor nivel de desarro-
llo humano de la región. Tanto en
logros en materia de salud, edu-
cación, saneamiento ambiental
como en el gasto público social,
esta zona está muy por encima
del resto.

Del total de personas pobres
en el Istmo, menos del 10% resi-
de en este bloque (en promedio,
poco más de una quinta parte de
esas sociedades es pobre). Por su
base económica, y sus redes ins-
titucionales de protección social,
esta zona es la más capacitada
para saltar sobre nuevas oportu-
nidades de inversión que ofrece

la globalización y para paliar los
efectos negativos de la pérdida
de competitividad de ramas y sec-
tores de su economía como pro-
ducto de la apertura comercial.

El segundo bloque (Bloque B)
está localizado en el norte de
Centroamérica y comprende a
Guatemala y El Salvador. Aun-
que su territorio es de un tama-
ño similar al del bloque anterior,
esta zona es la más densamente
poblada del Istmo y concentra
casi la mitad de su población
(49%). En ella se asienta la pri-
mera y la tercera economía del
Istmo pero, a diferencia del Blo-
que Sur, su peso económico es
casi idéntico al demográfico (pro-
duce aproximadamente el 47%
del PIB centroamericano). Esto se
traduce en PIB per cápitas bas-
tante inferiores a los de Panamá
y Costa Rica. En términos centro-
americanos, son economías con
una amplia base industrial, de
potencia intermedia y fuerte-
mente integradas entre sí y con
el resto del Istmo: cerca del 38%
de las exportaciones salvadore-
ñas y aproximadamente el 25%
de las guatemaltecas tienen como
destino otros países centroame-
ricanos.

En esta zona se asientan las
sociedades más desiguales de la
región y en ella reside alrededor
del 50% de la población pobre del
Istmo. Más de la mitad de su po-
blación vive en situación de po-
breza. Esta situación crea una
fuerte contradicción interna en
este bloque: mientras que su base
productiva y tamaño relativo
crea nuevas oportunidades de in-
versión intra y extra-regional, su
rezago social (y la renuencia a
elevar los niveles de gasto social)
limita el rango de estas oportu-
nidades a los sectores y ramas
caracterizados por el uso inten-
sivo de mano de obra de baja ca-
lificación.

El tercer bloque (Bloque C) es
la gruesa cintura centroamerica-
na y está conformada por los te-

rritorios de Nicaragua y Hondu-
ras. Es la zona más extensa de
Centroamérica (casi la mitad de
su territorio) y en ella vive una
tercera parte de la población. Es,
parafraseando la expresión que
se le aplicaba en Europa al Im-
perio Turco a principios del siglo
XX, “el hombre enfermo de
Centroamérica”. Un tercio de los
centroamericanos ahí asentados
producen apenas poco más del
10% del producto regional (la
economía costarricense por sí
sola, es casi el doble a la genera-
da en este bloque). Su único en-
clave dinámico es la zona
maquilera de San Pedro Sula, que
se conecta directamente con los
Estados Unidos. Se trata de eco-
nomías de base agrícola con un
sector externo poco competitivo.

Además, es una zona tan des-
articulada del resto de Centroa-
mérica como lo puede ser el sur
del Istmo, pero con dos diferen-
cias importantes: por una parte,
el sur centroamericano, por su
tamaño, es un actor de peso den-
tro del comercio intra-regional; la
gruesa cintura, no es un actor
marginal; por otra parte, sin em-
bargo, el hombre enfermo tiene
una ubicación estratégica en los
hilos del comercio intra-regional
pues es la zona de paso obligada
entre el norte y el sur del Istmo.
Estas sociedades son las más po-
bres de la región (más del 70% de
su población vive en condición
de pobreza), vastas zonas de su
territorio experimentan procesos
de degradación ambiental pero
en ella se ubica la última fronte-
ra agrícola (y reserva de la bio-
diversidad) de la región. A mi
juicio, se trata de economías des-
validas, sin capacidad para apro-
vechar las oportunidades de la
globalización y sin capacidad
para absorber sus costos. Son so-
ciedades que parecen estar con-
denadas a vivir de emergencia
social en emergencia social.

De este planteamiento sobre
la existencia de tres bloques sub-
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regionales hay una implicación
que quisiera entonces plantear y
es la siguiente: vista desde una
perspectiva regional, la arquitec-
tura económica y social del Ist-
mo posee varias debilidades
congénitas. La primera es la si-
guiente, los países más desa-
rrollados de la región, los más
potentes, no son ni las economías
ni las sociedades más grandes del
Istmo, por el contrario, son las
sociedades más pequeñas. Con-
trástese esto, por ejemplo, con
Europa, en donde los países más
potentes, Alemania y Francia,
son además, los más grandes. Las
locomotoras centroamericanas
no son sólo relativamente peque-
ñas sino que, además, son débi-
les para poder halar tras de sí a
toda la región.

La segunda debilidad congé-
nita consiste en que los países
más potentes y más desarrolla-
dos están colocados en una posi-
ción geográfica periférica en el
Istmo; los más pobres y menos
desarrollados son los que ocupan
el centro estratégico. Contrástese
esto, nuevamente, con Europa,
en donde el corazón geográfico
es también el corazón económi-
co, todos los hilos pasan por el
eje Alemania-Francia. Finalmen-
te, la tercera debilidad congénita
es que en Centroamérica los paí-
ses más pobres son demasiado
grandes vis-a-vis, el resto (no hay
manera que los más potentes de
la zona se los “echen al hombro”,
como ocurre por ejemplo en Eu-
ropa con países pequeños como
Grecia y Portugal o, eventual-
mente, si hay voluntad política,
en el NAFTA).

Si esta lectura “hacia aden-
tro” de Centroamérica es correc-
ta –y por supuesto ello está sujeto
a discusión-, la pregunta acerca
de los efectos de la globalización
sobre el Istmo habría que contes-
tarla diciendo, en primer lugar,
que estos efectos no serán pare-
jos en Centroamérica. En efecto,
yo creo que el Bloque A está más

preparado para buscar, y even-
tualmente obtener, algunos de
los beneficios –como ya lo ha he-
cho- de las nuevas oportunida-
des comerciales y de atracción de
inversión y tecnología, que los
demás bloques del Istmo. Dicho
de una manera esquemática y
bruta: el Bloque Sur tenderá
apostar a las oportunidades para
desarrollar su sector industrial y
de servicios, independientemen-
te del resto; el Bloque Norte, pro-
bablemente tendrá como apuesta
principal, sino única, a la maqui-
la (es decir, a la ampliación de su
base industrial utilizando el bajo
costo de su mano de obra), cosa
que no es de interés del Bloque
Sur y está fuera del alcance del
Bloque del Centro; y el Bloque
del Centro, el hombre enfermo,
creo que no tendrá otro remedio
que apelar a la caridad interna-
cional.

La consecuencia de estos mo-
vimientos es, probablemente,
una muy infortunada: la creación
de mayores brechas dentro del
Istmo como producto de las ca-
pacidades diferenciales para
aprovechar las oportunidades
que ofrece la globalización y para
absorber sus costos. Utilizo una
imagen extrema como recurso
metodológico para ilustrar el
punto: como las galaxias, el mo-
vimiento “natural” entre los blo-
ques subregionales, dada la
estructura de oportunidades que
cada uno enfrenta, será hacia un
mayor alejamiento recíproco,
unos porque lo quieren y otros
porque no pueden evitarlo. Des-
de el punto de vista de la integra-
ción regional, los fundamentos
de la utopía morazánica de un
espacio económico y un espacio
político centroamericano regio-
nal, creo yo, tenderán a debilitar-
se aún más.

Claro está, que el panorama
que he descrito de manera esque-
mática es sólo una parte de la his-
toria. Hasta el momento he
ignorado otros factores que pue-

den agravar, atenuar, o hasta con-
trarrestar, el panorama que he
descrito. Por el lado negativo,
ciertos factores coyunturales pro-
fundizan las diferencias que he
notado. Por ejemplo, el desastre
de Mitch fue, también, un desas-
tre político para la integración re-
gional. La lucha por captar los
fondos de la cooperación inter-
nacional mandó al canasto de la
basura la agenda de integración
regional. Las crisis económicas y
políticas que, en distinto grado,
los gobiernos centroamericanos
enfrentan, elevan la crucialidad
de las agendas nacionales para
los gobernantes y devalúan la
agenda regional.

Empero, así como estos fac-
tores agravan las diferencias, uno
puede encontrar otros factores
que, por el contrario, actúan
como “coagulantes” e impiden
una diáspora total. En primer lu-
gar, hasta el Bloque Sur, pese a lo
que sus élites económicas y polí-
ticas puedan desear, está en
Centroamérica, no puede escapar
de allí. Cuando digo “estar” en
Centroamérica (aunque lo de
“ser” de Centroamérica está,
como hemos visto, en cuestión)
me refiero a que es parte de una
zona de baja prioridad para la
potencia hegemónica, los Esta-
dos Unidos, y para los circuitos
empresariales y financieros inter-
nacionales. Centroamérica está
fuera del radar internacional.

Como no pueden escapar de
Centroamérica, y desde afuera se
los ve como parte de una región
a la hora de tomar muchas deci-
siones de inversión, las élites di-
rigentes del Bloque Sur tienen un
interés estratégico en el resto del
Istmo. Si quiere atraer inversio-
nes, necesita evitar un descalabro
social de sus vecinos del norte,
necesitan un hinterland estable.
Agrego, sin embargo, que este
interés estratégico es en la actua-
lidad muy poco entendido por
los centroamericanos del sur. En
vez de posicionarse geopolítica-
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mente como los socios domésti-
cos (menores) de las potencias
extra-centroamericanas para
apalancar el desarrollo de los
otros bloques, tienen comporta-
mientos erráticos en virtud de un
prejuicio acendrado, que Cen-
troamérica es la fuente de sus
males y no de sus oportunidades.
De allí que un día se levanten
centroamericanos y otro día, no.

Por otra parte, tanto Estados
Unidos como México (por razo-
nes diferentes), en virtud de sus
tamaños, les tienen sin cuidado
estas sutilezas centroamericanas.
Desde afuera, las diferencias
subregionales que he procurado
describir son demasiado peque-
ñas como para que importen. Así,
los Estados Unidos son, hoy por
hoy, con su ofrecimiento de un
tratado comercial para Centroa-
mérica en su conjunto, el princi-
pal promotor de la integración
regional. Es la obligación inelu-
dible (pese a intentos por salirse
del canasto) de negociar conjunta-
mente este tratado lo que explica
en buena medida el reactivamien-
to de la integración regional, su
súbita importancia en el 2001,
para los países centroamericanos.

En cambio, la propuesta
mexicana del Plan Puebla – Pa-
namá, que no ha venido clara-
mente atada con una zanahoria
de recursos, ha generado la típica
reacción centroamericana: mu-
chas reuniones, muchas declara-
ciones y pocas acciones. Con un
México preocupado cada vez con
sus propios problemas económi-
cos y todavía más preocupado
por el creciente empantanamien-
to de su agenda bilateral con los
Estados Unidos, tengo la impre-
sión que el Plan Puebla-Panamá
ha perdido fuelle.

¿Qué otros actores extra-re-
gionales operan activamente en
Centroamérica? Europa, pese a
declaraciones en contrario, se ha
batido en una retirada casi com-
pleta. Aparte de la intervención
humanitaria cada vez que hay ca-

tástrofe, creo yo que Europa se
desentendió de América Central,
la intercambió por Europa Cen-
tral. Por su parte, Taiwán acce-
de, complaciente, al chantaje de
los países ístmicos: puentes, ca-
rreteras, puertos a cambio del
apoyo. Pero este chantaje –tan
avisado como la de la guerra en
donde no murió soldado- no es
un factor que cambie la geogra-
fía económica y política de la re-
gión.

Quedan pues, las multinacio-
nales. No tengo tiempo de pro-
fundizar en esto. Solamente dejo
planteado lo siguiente: el “mer-
cado” centroamericano es y se-
guirá siendo poco importante
como mercado consumidor. Se-
guirá siendo un mercado mar-
ginal dentro de las estrategias
latinoamericanas de las multina-
cionales, importa Sao Paulo y
México, no las vicarías del Istmo.
En cambio, por su posición geo-
gráfica, el Istmo sí importa como
asiento de las unidades de pro-
ducción y servicios. Pero en esta
tesitura, las empresas ajustarán
sus decisiones de localización a
las condiciones objetivas de los
bloques subregionales y, por tan-
to, probablemente sus decisiones
contribuirán a profundizar los di-
ferenciales intra-regionales.

En síntesis, mi respuesta a la
pregunta acerca los efectos de la
globalización sobre Centroa-
mérica es que probablemente
agravarán la desarticulación in-
terna del Istmo. Pienso que un
tratado centroamericano de libre
comercio con los Estados Unidos
tampoco cambiará las bases de la
arquitectura regional. El único
contrapeso real que veo a esta
tendencia es el surgimiento de
una política centroamericana por
parte de las élites del Bloque Sur,
capaz de sustentar un liderazgo
estable y posicionarse, hacia fue-
ra, como socios de actores extra-
regionales.

Para finalizar deseo breve-
mente referirme a la segunda

pregunta: ¿Cómo se ve desde
Centroamérica la globalización?
Permítanme ser aquí muy crudo.
No hay, como era de esperarse,
una visión centroamericana so-
bre la globalización. La globali-
zación no es tema en Honduras
y Nicaragua, agobiadas como
están con sus propias desgracias.
Por regla general, no me he encon-
trado ahí líderes empresariales y
políticos con un planteamiento
sobre el tema. Para Panamá, la
globalización interesa sólo como
(re)posicionamiento de su voca-
ción ístmica y de su plaza finan-
ciera. Para El Salvador, con la
élite empresarial más pujante del
Istmo pero aprisionada como
está en un territorio tan estrecho
y carente de recursos naturales,
la integración regional centro-
americana es una necesidad
como medida defensiva frente a
los capitales extra-regionales. Las
élites guatemaltecas se debaten
entre seguir la posición salvado-
reña, pero recelosas de tocar la
segunda voz, y su indefinición
hacia México, a veces visto como
fuente de oportunidades, otra
como amenaza.

Guatemala es para Centroa-
mérica, el líder natural que nun-
ca pudo ni supo ejercer. ¿Y los
ticos? Sin enterarse, después de
cinco siglos, de que están en Cen-
troamérica sueñan con trasladar
el Silicon Valley a su Valle Cen-
tral y crear una conexión directa,
sin intermediarios, con los Esta-
dos Unidos.

* Proyecto “Estado la Nación”,
San José Costa Rica.
1 En este breve texto no entro en
consideraciones conceptuales
sobre el término “globalización”.
Simplemente asumiré el sentido
más usual que se le da a esta ex-
presión, como el proceso de
interpenetración de las econo-
mías y sociedades del mundo
como producto de la difusión de
tecnología, las comunicaciones y
los valores.
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